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C.P.C. y Mtra. Diamantina Perales Flores

El 23 de octubre de 2019 entró en vigor la NOM 035 STPS, que tiene carácter obligatorio para todas las empresas a 
nivel nacional y es de implementación paulatina. Esta norma pretende analizar los factores de riesgo psicosocial 
en el entorno laboral, así como evaluar las condiciones en las que se desarrollan las actividades de los trabajadores, 
pero no el estrés del trabajador o su perfil psicológico. Esta norma señala que los empleados deben observar las 
medidas de prevención de la norma y las que detalle la empresa, las cuales estarán enfocadas en el control de los 
factores de riesgo psicosocial, en la colaboración para contar con un entorno organizacional favorable y en preve-
nir actos de violencia laboral.

Un asunto especial en materia de la industria de la construcción para el cabal cumplimiento de las obligaciones 
en materia de seguridad social es el relativo a que, en la práctica, hay mucha rotación de los trabajadores, lo cual 
obstaculiza a la administración de recursos humanos de estas organizaciones, obtener la información necesaria 
para presentar avisos como altas y bajas de los trabajadores ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, por lo 
que los constructores, contratistas y subcontratistas, en algunas ocasiones, se les dificulta dar cumplimiento a las 
disposiciones que establece la Ley y el reglamento.

En abril de 2019 inició el programa de incorporación de las trabajadoras del hogar al Seguro Social, si bien se consi-
dera que, como cualquier otro trabajador, requieren acceso a la protección social –situación que aplaudimos por el 
esfuerzo que se realiza en este rubro–, creemos que es el inicio de una transición hacia la igualdad de condiciones 
en el sector laboral. Sin embargo, es importante que se impulse la participación de los empleados domésticos y sus 
patrones, no solo mediante la concientización social, sino a través de incentivos y de certidumbre sobre el buen 
uso y un control adecuado del programa.

En este orden de ideas es importante resaltar que, de acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
las plataformas digitales están creando “jornaleros digitales”, que refiere a empleados sin protección social o dere-
chos laborales mínimos.

La OIT sugirió establecer una “garantía laboral universal”, la cual brindará derechos fundamentales de trabajo 
como salario adecuado, límites máximos respecto a las horas de trabajo y protección en materia de salud y seguri-
dad a esos trabajadores, con independencia de acuerdo contractual o situación laboral.

Asimismo, la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Cáma-
ra de Diputados presentó el “Predictamen en sentido positivo con 
Proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, en materia de 
subcontratación laboral”. Este documento propone establecer que 
el contratante es corresponsable del cumplimiento de las obliga-
ciones patronales de los derechos de los trabajadores de la empresa 
contratista, así como garantizar a los trabajadores de outsourcing 
los derechos laborales y el cumplimiento de disposiciones en ma-
teria de seguridad social y prestaciones laborales.

Esta propuesta de reforma se encuentra detenida, es decir, no ha sido 
sometida a votación final, pero se prevé que pudiera diferirse para 
este mes.

Por lo anterior, la presente edición de nuestra revista Contaduría Pú-
blica contiene estos temas de gran relevancia en el ámbito laboral, 
fiscal y de seguridad social, como la implementación de la citada 
NOM 035, el cumplimiento de obligaciones en empresas de cons-
trucción, jornaleros digitales, seguridad social para trabajadoras del 
hogar, y la subcontratación de servicios de personal, con la finalidad 
de que los responsables no incurran en algún incumplimiento y así 
evitar sanciones por las autoridades respectivas.
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La Comisión Representativa ante Organismos de Seguridad Social (CROSS), de-
pendiente de la Vicepresidencia Fiscal del Instituto Mexicano de Contadores Pú-
blicos, A.C. (IMCP), dedica este número de la revista Contaduría Pública a temas de 
seguridad social.

En esta edición, distinguidos integrantes de la CROSS y algunos expresidentes de 
esta, presentan artículos interesantes como el que se refiere a las realidades sobre 
la regla NOM 035, emitida por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, en el 
que la L.C.P. Karla Arlaé Rojas Quezada revela y deja al descubierto ciertos mitos 
que se han desarrollado alrededor de este tema, tan comentado recientemente. 

El C.P.C. Crispín García Viveros aborda el tema, siempre controversial, de la in-
dustria de la construcción; en su artículo nos comenta sobre las recomendaciones 
para el constructor, en el cumplimiento de las obligaciones que derivan de la Ley 
del Seguro Social.  

El C.P.C. Eduardo López Lozano presenta en su artículo las contingencias para los 
contribuyentes y los particulares que, con motivo de las reformas a las Diversas 
Disposiciones de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, a la Ley de Se-
guridad Nacional, al Código Nacional de Procedimientos Penales, al Código Fiscal 
de la Federación y al Código Penal Federal, entraron en vigor el 1º de enero de 2020.

Nuestro querido amigo, el C.P.C. Óscar de J. Castellanos Varela, en coautoría con 
Óscar Uriel Pérez Hernández, estudiante de Contaduría Pública en la Universidad 
Cristóbal Colón de Veracruz, escriben sobre el tema de la seguridad social obliga-
toria para las personas trabajadoras del hogar. 

El C.P.C. Arturo Luna López analiza el tema de la subcontratación de servicios de 
personal u outsourcing, que ha generado un gran revuelo durante los últimos me-
ses en nuestro país, pues en la pasada legislatura el Congreso de la Unión estuvo 
a punto de ser aprobada una reforma para el artículo 15-A de la Ley Federal del 
Trabajo, lo cual fue muy comentado durante los meses de sesiones del Congreso. 

Nuestro colega y amigo, L.C.P. Didier García Maldonado, nos apoya con su artículo 
“Jornaleros digitales”, en el cual presenta la problemática que enfrentan estos em-
pleados, ante la carencia de normas y condiciones bajo las cuales se ven obligados 
a prestar sus servicios en condiciones de precariedad.  

Finalmente, el C.P.C. Orlando Corona Lara hace un análisis para llevar al lector a 
concluir si las cuotas constituyen un delito de defraudación fiscal. 

La Comisión Representativa ante Organismos de Seguridad Social espera que la 
lectura de los temas que integran esta edición sea de su agrado y aprovechamien-
to, y les desea un año de éxitos.

C.P.C. y P.C.FI Arturo Luna López 
Coordinador de Dossier

Seguridad social
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C.P.C. y C.P.FI  Arturo LunA LóPez 
Integrante de la Comisión Representativa ante Organismos de 
Seguridad Social del Instituto Mexicano de Contadores Públicos, A.C. 
Socio Director de Arturo Luna Fuentes y Asociados, S.C.  
aluna@alfsc.com.mx

Un tema tan controvertido en los tiempos 
actuales es la subcontratación, debido a 
que, ante la falta de control y actuación 
por parte de las autoridades, muchas 
empresas han proliferado y hecho de su 

“actividad diaria”, esquemas ilegales de contratación, 
respecto al manejo de su personal. Es cierto que exis-
ten empresas que cumplen con las disposiciones lega-
les al pie de la letra, pero también hay otras, que han 
aprovechado de manera ilegal la falta de fiscalización 
y actuación de las autoridades.

Esas empresas que han realizado esquemas ilegales, 
con el fin de no declarar salarios reales a las distintas 
dependencias (llámese SAT, IMSS, Infonavit, Secre-
taría de Finanzas), han ocasionado un perjuicio muy 
grave a su recaudación. Por lo que, el gobierno actual 
ha emprendido diversas acciones con el objeto de 
combatir este flagelo que afecta también, y de manera 
muy sustantiva, a los trabajadores.

La reforma a la Ley Federal del Trabajo, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, refor-
mó, entre otras, las fracciones III y VI del artículo 5º, y se 
adicionaron las fracciones XIV y XV del mismo artículo.

Estas modificaciones tuvieron por objeto cerrar más 
los espacios a este tipo de empresas –que simulan actos 

jurídicos, con el fin de afectar a sus trabajadores– al de-
jar sin efecto legal las estipulaciones que establecen, por 
ejemplo: una jornada inhumana, notoriamente excesiva, 
dada la índole del trabajo, a juicio del Tribunal Laboral 
(fracción III); dar un salario que no sea remunerador, a 
juicio del Tribunal (fracción VI), y encubrir una relación 
laboral con actos jurídicos simulados, para evitar el cum-
plimiento de las obligaciones laborales y/o de seguridad 
social (fracción XV), así como registrar a un trabajador con 
un salario que no corresponde al que realmente recibe. 

La disposición establece que en todos los casos que se-
ñala este artículo, se entenderá que rigen la ley o las 
normas supletorias en lugar de las cláusulas nulas; por 
lo tanto, los trabajadores tienen el derecho a deman-
dar ante las autoridades laborales (ahora tribunales 
laborales), que su patrón les cubra su salario completo, 
les otorguen la seguridad social y que el recibo de su 
nómina describa o relacione todos los conceptos, de 
manera detallada, tanto de las percepciones que recibe 
como de las deducciones que se le efectúan, según la 
adicción a los párrafos tercero y cuarto del artículo 101, 
de la Ley Federal del Trabajo.   

Artículo 101.-…

…

En todos los casos, el trabajador deberá tener acceso a la 
información detallada de los conceptos y deducciones 
de pago. Los recibos de pago deberán entregarse al tra-
bajador en forma impresa o por cualquier otro medio. 
Sin perjuicio de que el patrón lo deba entregar en do-
cumento impreso cuando el trabajador así lo requiera.

Los recibos impresos deberán contener firma autógrafa 
del trabajador para su validez; los recibos de pago con-
tenidos en los Comprobantes Fiscales Digitales por In-
ternet (CFDI) pueden sustituir a los recibos impresos; 
el contenido de un CFDI hará prueba si se verifica en el 

El uso de artificios legales 
para reducir los salarios 

y prestaciones de los 
trabajadores hace necesario revisar 

el modelo laboral de subcontratación

Síntesis

Ahora más que nunca los actores de 
la “obra” llamada subcontratación, 
deben estar conscientes de la 
responsabilidad que adquiere 
la celebración de contratos bajo 
esta figura de la subcontratación. 
Asimismo, ante la duda de si el 
contrato que celebran con un 
tercero es de subcontratación o 
no, deben recurrir a expertos en la 
materia, para no verse involucrados 
en situaciones riesgosas que 
pongan en peligro su patrimonio y 
tranquilidad personal y la de sus 
socios.

Subcontratación de 
servicios de personal

portal de Internet del Servicio de Administración Tri-
butaria, y en caso de ser válido se estará a lo dispuesto 
en la fracción I del artículo 836-D de esta ley.

Sabemos que, con las disposiciones legales existentes, 
existe un marco jurídico suficiente para combatir las 
prácticas ilegales que utilizan las empresas que se de-
dican a defraudar a los trabajadores y a las autoridades 
en general, pero consideramos que la corrupción que 
impera en nuestro país es la causa de que siga y haya 
aumentado el número de empresas que han optado 
por esas prácticas ilegales.  

Sin embargo, el gobierno actual está con la idea de apre-
tar más esta figura de prestación de servicios de perso-
nal, para castigar severamente a los infractores. Los ar-
gumentos sustentados por los legisladores en varios de 
sus proyectos de reforma señala, reiteradamente, “que 
debido al alto grado de simulación que ha alcanzado la 
práctica de la subcontratación en nuestro país, que se re-
fleja en una gran evasión fiscal al registrar a trabajadores 
con un sueldo inferior al real o como profesionistas in-
dependientes, mientras que se ofrecen pagos por fuera, 
para completar el pago verdadero por sus labores, resulta 
urgente la actualización de las sanciones hacia quienes 
realicen esas prácticas”… sugiriendo el endurecimiento 
de las multas que establece el artículo 1004-C.

En la exposición de motivos de los proyectos de refor-
ma a la subcontratación se menciona que en diversas 
reuniones que llevó a cabo el Senado —en las cuales 
participaron expertos en la materia—, señalaron, en-
tre otras, las siguientes críticas, que obligan a revisar 
el modelo laboral de la subcontratación:

1. Abusos fiscales y laborales en detrimento de los 
trabajadores y las finanzas públicas.
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2. Ausencia de inspección laboral en la materia.

3. Uso de artificios legales para reducir los salarios 
y prestaciones de los trabajadores.

4. Precarización del empleo.

5. Práctica de elusión y evasión fiscal o de seguri-
dad social.

6. Afectación importante en materia de previsión 
social.

7. Esquemas que ofrecen beneficios sin sustento y 
justificación a los contratantes y a los trabajadores.

8. Imposibilidad de un trabajador de tener una 
jubilación digna, dada su permanente entrada 
y salida al mercado de trabajo, así como cotiza-
ción con un salario mínimo, incluso si realmen-
te tienen un salario superior al mínimo.

9. Afectación en materia de reparto de utilidades.

10. Empresas virtuales, sin activos, que venden estra-
tegias, sin cuidado ni respeto por los trabajadores.

11. Gobiernos federal, local y estatal que también 
practican la subcontratación. 

12. La presencia de gerentes generales con salarios 
bajos.

13. Relaciones simuladas de trabajo, por ejemplo, la 
existencia de falsos independientes.

14. Empresas fantasmas.

15. Empresas que desaparecen a los pocos meses de 
haber sido creadas.

Durante el segundo periodo de sesiones de la LXIV 
Legislatura del Congreso de la Unión, las Comisiones 
Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Estudios 
Legislativos Segunda, del Senado, pararon un dicta-
men con cambios a la Ley Federal del Trabajo presen-
tadas para la modificación al artículo 15-A de la Ley 
Federal del Trabajo, donde los proyectos de reformas 
eran, muy agresivos, con el fin de regular la figura de 
la subcontratación; asimismo, se tenían contempladas 
reformas a la Ley del Seguro Social, respecto de la sub-
contratación. 

Sin embargo, esto no se va a abandonar, ya que, para 
el mes de enero siguiente, se pretende convocar a los 
empresarios y a los organismos profesionales para que 
aporten sus puntos de vista con el fin de discutir la 
iniciativa que considera actos simulados a los esquemas 
actuales de la subcontratación.

Ahora bien, el pasado 8 de noviembre de 2019 se publi-
có el Decreto que Reforma, Adiciona y Deroga Diversas 
Disposiciones de la Ley Federal Contra la Delincuencia 
Organizada, de la Ley de Seguridad Nacional, del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales, del Código 
Fiscal de la Federación y del Código Penal Federal. 

En diversas disposiciones que refieren estas reformas, 
tanto las empresas contratistas como subcontratistas, 
pueden colocarse en algunos de los supuestos que se 
señalan en las mismas.

Ante este panorama, los empresarios deberán ana-
lizar detalladamente si tienen establecido algún es-
quema de subcontratación que sea irregular, ya que 
con todos los cambios que hasta el momento se han 
dado en los últimos años, y con la reforma 2020 para 
combatir dichas prácticas, ponen en peligro su patri-
monio por adoptar y continuar con esas prácticas ile-
gales de subcontratación. 

Los empresarios 
deberán analizar si 
tienen algún esquema 
de subcontratación 
irregular que ponga 
en peligro su patrimonio 
por adoptar y continuar 
con prácticas ilegales de 
subcontratación

Fuentes
Ley Federal del Trabajo.
Predictamen de proyecto de Decreto Cámara de Diputados.
Reformas publicadas en el DOF del 9 de noviembre de 2019.
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Al derogarse la facultad 
que se concedía al 
IMSS para expedir 
una constancia de 

cumplimiento de 
obligaciones, previa 

revisión deja sin 
procedimiento al IMSS, 

pues la facultad de 
comprobación 

no contempla la 
figura de emitir una 

constancia

Síntesis

El cumplimiento de las obligaciones contempla la Ley del Seguro 
Social (LSS), y sus reglamentos representan un reto por el impor-
tante número de estas, por lo que se estima que aquellos cons-
tructores que atiendan las cinco sugerencias que se mencionan en 
este artículo, lograrán fiscalmente una alta eficiencia en su cum-
plimiento y estarán debidamente preparados para el efecto de que 
la autoridad haga valer su facultad de comprobar.

Recomendaciones para el constructor 
en el cumplimiento de obligaciones 

derivadas de la LSS

C.P.C. CrIsPín GArCíA VIVeros 
Socio director de García Viveros y Asociados, S.C. 
Integrante de la CROSS del IMCP 
crsipingarcia@garciaviveros.com

la que corresponderá a quien tiene el rol de contrata-
do, para que cada uno cumpla con sus obligaciones en 
la materia, para este fin, las que derivan de los salarios 
que, en su caso, se pagan a los trabajadores que parti-
cipan en la obra de que se trate.

En la materia en que se abordan estos comentarios, 
deberá tenerse presente que la obligación genérica 
que establece la LSS en cuanto a responsabilidad 
solidaria, fue sustituida por una regla específica, 
cuando, al reformarse el Reglamento del Seguro So-
cial obligatorio para los trabajadores de la construc-
ción por obra o tiempo determinado (en adelante le 
llamaremos el reglamento, o bien el reglamento de la 
construcción), en el año 2008 se precisó que no hay 
responsabilidad solidaria del dueño de la obra, res-
pecto al contratista y tampoco la hay del contratista 
en relación con el subcontratista, tal como quedó 
consignado en el párrafo inmediato siguiente a la 
fracción III del artículo 5 de este Reglamento, cuan-
do se acredite tener celebrado el contrato de inter-
mediación correspondiente; de ahí la importancia 
de contar con dicho contrato. 

Cabe señalar que hay otro tipo de ventajas al respec-
to, pero en el presente documento no se abordan para 
tratar de centrarnos en lo que a nuestro juicio per-
mitirá el objetivo planteado en el primer párrafo de 
estas líneas.

2. Registrar las obras en el SIROC e identificar a 
los trabajadores en el SUA con cada registro de 
obra
La obligación de registrar cada obra es una dispo-
sición que solo se aplica para empresas de la cons-
trucción, y que permite a la autoridad cumplir con 
su facultad de comprobar la correcta tributación al 
respecto, para lo cual requiere que los sujetos obli-
gados a efectuar el registro correspondiente —que 
desde el 1 de septiembre de 2017 es mediante el Ser-
vicio Integral de Registro de Obras de Construcción 
(SIROC)—, la atiendan.

De la misma manera en que dio inicio a la aplicación 
del SIROC —que dicho sea de paso dejó pendiente la 
actualización del reglamento antes mencionado—, 
para que este contemple las peculiaridades y necesi-
dades, también se modificó la manera en que los obli-
gados, que tienen la figura de patrones en el ámbito 
citado, informen de los trabajadores que participan 
en cada obra, para lo cual se complementó el Sistema 
Único de Autodeterminación (SUA), con el fin de per-
mitir que al mismo tiempo que se genere el medio de 
pago correspondiente se puedan vincular los trabaja-
dores por los cuales se cubrirán las cuotas correspon-
dientes con el registro de la obra correspondiente.

La relevancia que tiene cumplir con esta obligación 
dentro del SUA se actualiza con el hecho de que al 
atenderla se está eliminando la posibilidad de una 
determinación presuntiva, o bien estimativa, facul-
tad que tiene el IMSS cuando no se pueden identifi-
car a los trabajadores de una obra por incumplimien-
to del patrón, de ahí la importancia que representa 
registrar las obras para identificar a los trabajadores 
que participaron en estas.

3. Tener la contabilidad y las nóminas por obra
Sin lugar a duda, en la materia que se comenta, pero 
en su ámbito fiscal, que es el marco referencial de es-
tas líneas, debemos reiterar que el medio de prueba 
fundamental es la Contabilidad, entendida con el al-
cance que comprende el Código Fiscal de la Federación 
(CFF), por lo que resultaría incorrecto que los registros 
contables de un patrón de la construcción no se haga 
por obra, ya que este es el nivel en el que tiene facultad 
el IMSS para ejercer la correspondiente comprobación, 
por lo cual debe atenderse correctamente la obligación 
que se comenta, pues su desatención puede llevar en 
su extremo a una determinación presuntiva a nivel de 
cada obra ejecutada.

De la misma manera, debemos enfocar el tratamiento 
de la nómina, que es el registro al cual está obligado 
todo patrón, pero cuando se trata de uno de la cons-
trucción, además deberá identificarse la obra de que 
se trata, sin que esto signifique que debamos tener 
una nómina por cada obra, sino que atendiendo a los 

En mi opinión, quien atienda las recomendaciones que a continuación se de-
tallan tendrán un correcto cumplimiento de sus obligaciones sustantivas, en 
materia de tributación, ante el Instituto Mexicano del Seguro Social y, en con-
secuencia, estará salvaguardando no ser sujeto de prácticas de fiscalización, 
incorrectas o no aplicables a las circunstancias, por parte de esa autoridad.

Recomendaciones
1. Tener las operaciones de servicios por proporcionar y con subcontratistas 
sustentadas con contratos
Esta práctica, que debe aplicarse sin excepción, permite identificar, sin lugar a dudas, 
qué operación se está llevando a cabo, ya sea ejecutar una obra y/o subcontratarla en 
la fase que corresponda, quedando establecida cuál es la responsabilidad asumida 
ante las disposiciones legales y, de esta manera, también quedará sustentado cuál es 
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“controles” que el patrón debe llevar, pueda generar un 
análisis o distribución de la nómina general, a nivel de 
cada una de las obras, lo cual habrá de dar sustento a 
la información que se consigna en el SUA, conforme 
a lo comentado en el punto 2 anterior.

4. Nunca acercarse al IMSS a solicitar un finiquito 
o un cierre de obra
Esto debido a que la facultad que daba materia a dicha 
figura fue derogada en 2008, la cual también se con-
templaba en el artículo 15 del reglamento antes men-
cionado, y que señalaba lo siguiente:

Artículo 15. El Instituto previa verificación del 
cumplimiento oportuno de todas las obligaciones 
del patrón derivadas de la ley y sus reglamentos, a 
solicitud de este, expedirá una constancia en que 
se consigne en los datos correspondientes a la obra, 
el importe total de mano de obra manifestado y el 
monto de las cuotas obrero-patronales pagado, sin 
que en ningún caso dicha constancia pueda afectar 
derechos de terceros.

Como puede apreciarse, la facultad que se concedía al 
IMSS era expedir una constancia de cumplimiento de 
obligaciones previa revisión, que al derogarse deja sin 
procedimiento a ese Instituto, ya que la facultad de 
comprobación no contempla la figura de emitir una 
constancia, lo cual tampoco se comprende en el proce-
dimiento de corrección que contempla el Reglamen-
to de la ley del seguro social en materia de afiliación, 
clasificación de empresas, recaudación y fiscalización 
que, inclusive, parte del supuesto de que el mismo 
se ejerce cuando el patrón interesado sabe que tiene 
omisiones y, por lo tanto, pretende corregirlas, por lo 
que no tiene como finalidad verificar el cumplimiento 
de obligaciones y, por ello solo habrá una constancia 
cuando se paguen diferencias.

Cabe señalar que, a partir de que fue derogado el seña-
lado artículo 15 del Reglamento de la construcción, se 
ha observado que se eliminó de los contratos de obra 
pública federal, estatal y municipal, existiendo la prác-
tica en los de la iniciativa privada, lo cual será tarea 
de todos el buscar su desaparición en los correspon-
dientes contratos, por ser una práctica de imposible 
cumplimiento, pero que sí da lugar a que la autoridad 
la pueda utilizar para fines recaudatorios, en razón de 
que su aplicación se conjuga con la retención de un 
fondo de garantía, que solo es devuelto cuando se ex-
hibe la llamada “constancia de cumplimiento” que se 
inscribe en lo que se conoce como el cierre de la obra 
ante el IMSS.

En tanto se logra lo anterior, un camino que ha dado 
excelentes resultados es solicitar al IMSS por escrito 
informe si tiene la facultad de emitir una constancia 
de cumplimiento en materia de obras de construcción, 
en donde seguramente la respuesta que se obtenga o 

que legalmente se obligue a emitir, indicará que esto 
no es posible, con lo cual habrá de ponerse a conside-
ración del contratante de la obra y, en todo caso, recor-
darle que él está totalmente cubierto con el contrato 
celebrado, lo cual se abordó en el punto 1 anterior. 

5. Registrar a sus trabajadores en el IMSS, 
utilizando los beneficios que la LSS otorga, 
evitando invariablemente usar comprobantes 
adquiridos en lugar de salarios
El registrar a todos los trabajadores da a los patrones 
la certeza de cumplir con la obligación básica de la se-
guridad social e igualmente le da total cobertura ante 
posibles riesgos de trabajo, sin desconocer que esto 
tiene un costo importante, alrededor de 30% de cada 
peso registrado como salario, para lo cual, la mencio-
nada ley establece que existen hasta 14 conceptos que 
se pueden entregar a los trabajadores, sin que los mis-
mos sean base de cotización, lo cual involucra lograr 
una disminución que puede llegar a ser superior a 30% 
de las cuotas a pagar.

De acuerdo con nuestra experiencia hemos observado 
que en ocasiones se utiliza una estrategia que puede 
ser calificada como indebida y en un futuro cercano 
como un delito fiscal con otros efectos significativos 
que ya han sido aprobados, en el cual se incurre cuan-
do se utilizan comprobantes en lugar de salarios, por 
lo que se recomienda eliminar totalmente esta prácti-
ca por el riesgo que involucra. 

Se recomienda eliminar 
totalmente la 
práctica de utilizar 
comprobantes en 
lugar de salarios, por 
el riesgo que involucra
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Síntesis

A la fecha, y hasta seis meses des-
pués de concluido el programa piloto 
no existe la obligatoriedad del ase-
guramiento obligatorio; sin embargo, 
el artículo cuarto transitorio señala 
que “hasta en tanto entren en vigor 
las disposiciones contenidas en el 
Decreto, referentes a la Ley del Segu-
ro Social para comprender el trabajo 
del hogar en el régimen obligatorio, el 
patrón garantizará la atención médi-
ca y los gastos por concepto de se-
pelio”, lo que implica que de no pagar 
las cuotas mediante el procedimiento 
aplicable en el programa piloto, los 
patrones deben garantizar, de alguna 
manera, la atención médica de las 
personas trabajadoras del hogar.

C.P.C. y M.I. ósCAr de J. CAsteLLAnos VAreLA 
Socio director de CARE Asesoría y Capacitación, S.C. 

oscar@gruporemes.com.mx

ósCAr urIeL Pérez Hernández 
Estudiante de Contaduría Pública en la Universidad 

Cristóbal Colón de Veracruz

patronales, en función de ello, el Consejo Técnico del 
IMSS en sesión ordinaria del 30 de enero de 2019, dictó 
el Acuerdo ACDO.AS2.HCT.300119/53.P.DIR, mediante 
el cual establece las reglas de carácter general y anexo 
único, para la prueba piloto de la incorporación de los 
trabajadores domésticos al Régimen Obligatorio del Se-
guro Social, acuerdo que se publicó en el Diario Oficial 
de la Federación (DOF) el 29 de marzo de 2019, iniciando 
vigencia a partir del día siguiente.

Cabe destacar que el denominado “Programa piloto” 
se implementó únicamente bajo el amparo del Acuer-
do del Consejo Técnico, sin haber, hasta ese momento 
modificación legal alguna a la Ley del Seguro Social, 
por lo que se generó incertidumbre en cuanto a su 
cumplimiento y obligatoriedad.

Dentro de la reglas de dicho programa se establece que 
se pagarán las cuotas  correspondientes a los seguros 
de Enfermedades y Maternidad; de Riesgos de Trabajo; 
de Invalidez y Vida; de Retiro, Cesantía en Edad Avan-
zada y Vejez, así como de Guarderías y Prestaciones 
Sociales, y que las correspondientes en el Seguro de 
Riesgos de Trabajo, se establecerán conforme a la frac-
ción 8913, actividad: servicios domésticos, conforme a lo 
establecido en el artículo 196 del RACERF; asimismo, 
tratándose de trabajadores domésticos que laboren 
exclusivamente para un patrón durante todo el mes 
calendario, este deberá enterar la totalidad de las cuo-
tas obrero-patronales correspondientes al periodo, 
pero si el trabajador doméstico trabaja con uno o más 
patrones, cada uno de ellos deberá cubrir el monto 
correspondiente a las cuotas proporcionales de los 
días que el trabajador labore con cada patrón duran-
te el mes calendario que corresponda y se cubrirá la 
cuota correspondiente al mes.

Seguridad 
social 

obligatoria 
para las 

personas 
trabajadoras 

del hogar
Según disponen las reglas, los patrones de los trabaja-
dores domésticos tendrán el carácter de sujeto obliga-
do ante el IMSS, y la recepción del pago de las cuotas 
se considerará como la presentación del aviso o movi-
miento afiliatorio de alta.

Para obtener el formato de pago, se deberá presentar:

> Del patrón: el nombre completo, domicilio y, de 
manera opcional, su CURP.

> De la persona trabajadora del hogar: el nombre 
completo, NSS, domicilio, salario base de coti-
zación mensual y CURP (de llevarse a cabo de 
forma no presencial).

> Si el trabajador tiene más de un patrón, el pro-
pio trabajador deberá informar el número de 
patrones, sus nombres completos, los domicilios 
donde trabaja y, de manera opcional, la CURP de 
cada uno de sus patrones.

Se podrá utilizar el sistema que el IMSS ha puesto a 
disposición para tal efecto, o bien, el formato corres-
pondiente que podrá solicitarse en la Subdelegación 
que corresponda al domicilio del patrón o de alguno 
de los patrones con los que labora; este trámite, de 
manera no presencial se realiza en la página web del 
IMSS en el siguiente link: https://adodigital.imss.gob.
mx/trab_dom/

Se tendrá hasta el día 20 del mes calendario para reali-
zar el pago de las cuotas del mes, a efecto de iniciar la 
cobertura de los seguros que ampara el Régimen Obli-
gatorio del Seguro Social el primer día calendario del 
mes inmediato siguiente al pago. 

Con fecha 5 de diciembre de 2018, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (SCJN), apro-
bó el proyecto de amparo directo 9/2018 
mediante el cual determinó que es incons-
titucional que los patrones no estén obliga-

dos a inscribir en el régimen obligatorio del Instituto 
Mexicano del Seguro Social (IMSS) a los empleados do-
mésticos, considerando que ello provoca una discrimi-
nación injusta contra estos trabajadores.

Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI) en México se tiene que aproximadamente “2.3 
millones de personas se dedican al trabajo del hogar, 
de las cuales nueve de cada 10 son mujeres”, a lo largo del 
tiempo este sector ha sido ignorado y violentado en cues-
tión de derechos; asimismo, el convenio 189 establecido 
por el Organismo Internacional del Trabajo (OIT) trata 
específicamente sobre el trabajo decente para las personas 
trabajadoras del hogar, sin tener una distinción sobre el 
género, pues a grandes rasgos habla sobre el aseguramien-
to o protección de este tipo de trabajo, el cual México rec-
tificó mediante la reforma del 2 de julio de 2019.

Derivado de lo anterior, la SCJN conminó al IMSS para 
implementar un “programa piloto” para diseñar y eje-
cutar un régimen especial de seguridad social para las 
personas trabajadoras del hogar, que contemple las 
facilidades administrativas necesarias que permitan 
cumplir, de manera sencilla y clara, las obligaciones 

Si el trabajador doméstico labora 
con uno o más patrones, cada 

uno deberá cubrir el monto 
correspondiente a las cuotas 

proporcionales de los días que 
el trabajador labore con cada 
patrón, durante el mes calendario 

que corresponda y se cubrirá la cuota 
correspondiente al mes
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No obstante, la implementación del programa piloto, 
el cual cabe mencionar que nació sin presupuesto es-
pecífico asignado para tal efecto, el Acuerdo estable-
ce que la Dirección de Incorporación y Recaudación 
deberá presentar al Órgano de Gobierno un informe 
sobre el resultado de la prueba piloto en el mes inme-
diato siguiente al de su implementación y en el mes 
inmediato siguiente a su conclusión, quedando a su 
cargo la estricta viabilidad financiera del programa, 
debiendo suspenderlo en caso de inviabilidad finan-
ciera, lo que implica que pudiese ser suspendido en 
cualquier momento ante una eventualidad financiera 
para su operación.

Posteriormente, el 2 de julio de 2019, ya en funciona-
miento y operación el programa piloto del IMSS, se 
publicó en el DOF, el Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Federal del Trabajo y de la Ley del Seguro Social, en 
materia de las personas trabajadoras del hogar, sus-
tancial reforma en la materia, ya que por medio de 
esta se considera a las personas trabajadoras del hogar 
como sujetos de aseguramiento en el régimen obli-
gatorio del seguro social, adicionándose una fracción 
cuarta al artículo 12 de la misma, y derogándose la 
fracción segunda del artículo 13, donde los trabajado-
res domésticos eran considerados dentro del régimen 
voluntario, así mismo en la Ley Federal del Trabajo se 
modificó de manera importante el capítulo XII, deno-
minándolos ahora, personas trabajadoras del hogar, 
donde se debe enfatizar lo que señala el artículo 334 
Bis que establece: 

Las personas trabajadoras del hogar contarán con las 
siguientes prestaciones conforme a las disposiciones 
de la presente Ley y estarán comprendidas en el régi-
men obligatorio del seguro social:

a) Vacaciones;

b) Prima vacacional;

c) Pago de días de descanso;

d) Acceso obligatorio a la seguridad social;

e) Aguinaldo; y

f) Cualquier otra prestación que se pudieren pac-
tar entre las partes.

Derivado de lo anterior se cuentan ya con las con-
diciones y sustentos legales para que las personas 
trabajadoras del hogar tengan la seguridad social 
de manera obligatoria; sin embargo, los transitorios 
de dicha reforma contemplan la existencia del pro-
grama piloto y de alguna manera su temporalidad 
y fase de prueba, ya que se considera compartir con 
el Legislativo un informe preliminar, una vez trans-
curridos los 18 meses del referido Programa (de abril 
de 2019 a septiembre de 2020), en el que incluirá en 
términos generales, los avances logrados y problemá-
ticas encontradas, mismas que servirán de base para 

las iniciativas legales que con mayor detalle definirán 
en su momento los aspectos de supervisión, inspec-
ción, salarios mínimos por oficio, así como las for-
malidades administrativas necesarias para lograr la 
certidumbre y efectividad que se requiere. 

Asimismo, se establece que las disposiciones relativas 
a la incorporación formal de las personas trabajadoras 
del hogar al régimen obligatorio iniciarán su vigencia 
una vez que se realicen las adecuaciones y reservas 
legales necesarias para dar completa operatividad al 
reconocimiento del derecho, debiendo quedar total-
mente concluida en un plazo no mayor a 6 meses con-
tados a partir de la culminación del Programa Piloto, 
lo que nos indica que posiblemente a marzo de 2021 se 
tenga una adecuación a las disposiciones legales y/o 
reglamentarias, y a partir de esa fecha se formalice la 
obligación de incorporar al régimen obligatorio a las 
personas trabajadoras del hogar.

Por lo expresado podemos concluir que, a la fecha, y 
hasta seis meses después de concluido el programa 
piloto no existe la obligatoriedad del aseguramiento 
obligatorio; sin embargo, el artículo cuarto transitorio 
señala que “hasta en tanto entren en vigor las dispo-
siciones contenidas en el Decreto, referentes a la Ley 
del Seguro Social para comprender el trabajo del ho-
gar en el régimen obligatorio, el patrón garantizará la 
atención médica y los gastos por concepto de sepelio”, 
lo que implica que de no pagar las cuotas mediante 
el procedimiento aplicable en el programa piloto, los 
patrones deben garantizar, de alguna manera, la aten-
ción medica de las personas trabajadoras del hogar, lo 
cual lleva a los patrones del hogar a evaluar si acce-
der al programa vigente y realizar los pagos mensuales 
o garantizar su atención médica, dilema en el que se 
encuentran seguramente muchas familias mexicanas 
que cuentan en sus hogares con personal que los asiste 
en las labores de hogar.

Posiblemente el programa piloto que lanzó el IMSS re-
sultó un tanto precipitado, ya que se dio por instruc-
ciones del Poder Judicial y no por un análisis previo le-
gislativo que pudiera generar de inicio, las condiciones 
requeridas para su debida instrumentación, prueba de 
ello es que las reformas del 2 de julio prevén posibles 
cambios y adecuaciones en virtud de los resultados 
que arroje la implementación de este programa en 
comunión con las recientes reformas a la Ley laboral, 
y bajo una advertencia permanente de supervisar su 
viabilidad financiera, que pone en riesgo la existencia 
misma del programa.

Aunado a lo anterior es notorio el desconocimiento de 
muchos hogares mexicanos en cuanto al tratamiento 
vigente que se debe dar a las personas trabajadoras 
del hogar para el reconocimiento de sus derechos y el 
cumplimiento de sus obligaciones en materia laboral 
y de seguridad social, esto a pesar de la difusión que se 
le ha hecho al tema por parte del IMSS. 
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Mitos 
y realidades 
sobre la 
NOM 035

L.C.P., L.d. Mss KArLA ArLAé roJAs QuezAdA 
Socia de MSN Consultores, S.C. 

karla.rojas@msnconsutores.com

Hoy en día el mayor reto que enfrentan las 
empresas es encontrar el equilibrio entre 
la productividad de los trabajadores y su 
estabilidad emocional, para ello la Secre-
taría del Trabajo y Previsión Social creó 

la NOM 035 STPS 2018, la cual ha sido bautizada por los 
medios como “La norma del estrés laboral”.

El primer mito fue creado en los spots de televisión, 
radio y redes sociales, donde se ha manejado que los 
patrones están obligados a proteger a los trabajadores 
del estrés laboral, incluso hay quien ha manifestado 
que de no hacerlo tendrían que indemnizarlos. Esto ha 
causado que los patrones se sientan en incertidumbre 

a pesar de que el patrón cuide los factores de riesgo 
psicosocial, por la naturaleza del trabajo, pudiera estar 
estresado de que algo le ocurra en ejercicio de sus fun-
ciones y eso no implica una multa.

¿Qué debemos entender como factores de 
riesgo psicosocial?
Según el Comité Mixto de la Organización Internacional 
del Trabajo y la Organización Mundial de la Salud han 
definido que los factores psicosociales: “consisten en in-
teracciones entre, por una parte, el trabajo, el medio am-
biente y las condiciones de organización, y por la otra, las 
capacidades del trabajador, sus necesidades, su cultura y 
su situación personal fuera del trabajo, que por medio de 
percepciones y experiencias, pueden influir en la salud, 
el rendimiento y la satisfacción en el trabajo”.

Ahora daré algunas sugerencias para verificarlas en 
cada uno de los factores de riesgo que nos establece la 
Norma en lo particular:

> Condiciones peligrosas e inseguras. Verificar 
que la Comisión Mixta de Seguridad e Higie-
ne cumpla con los recorridos trimestrales, se 
encuentren documentados y que las sugerencias 
efectuadas se estén atendiendo por el patrón; 
además, revisar que la empresa cumpla con 
las Normas Oficiales Mexicanas en materia de 
seguridad y salud en el trabajo.

> Cargas de trabajo que excedan la capacidad 
del trabajador. Es momento de reestructurar, 
en caso de ser necesario, los perfiles de puesto, 
así como analizar los procesos para evitar tareas 
duplicadas, ambiguas o innecesarias; además es 
importante administrar de forma correcta las 
cargas de trabajo. 

> Falta de control sobre el trabajo. Evaluar el mar-
gen de autonomía respecto a la toma de decisiones 
y desarrollo del trabajo, para ello se deberán tener 
claros los procedimientos a seguir por medio de los 
manuales, además de tener muy claros los tiempos 
en los que deben realizarse las actividades.

> Jornadas de trabajo superiores a las previs-
tas en ley. Cuidar las políticas de solicitud de 
horas extraordinarias, trabajo de días festivos o 
descansos laborados, para evitar que se laboren 
cuando no es estrictamente indispensable y, en 
caso de hacerlo, que se paguen conforme a la ley.

> Rotación de turnos que incluyan horario 
nocturno. Es importante evitar rotar turnos 
que incluyan horario nocturno en periodos cor-
tos, lo ideal es esperar por lo menos tres meses 
para cambiarlo de horario para facilitar que el 
cuerpo se adapte a dicho cambio y verificar que 

se tomen los descansos adecuados durante la 
jornada nocturna.

> Interferencia relación trabajo-familia. Ac-
tualmente, la tecnología hace más fácil que se 
interfiera en los tiempos de descanso de los 
trabajadores; por ello, hoy existe un derecho hu-
mano a la desconexión digital, y para lograrlo de 
forma adecuada será necesario implementar las 
políticas sobre los medios de comunicación ade-
cuados y eficientes que nos ayuden a identificar 
lo urgente, lo importante y lo que puede esperar.

> Liderazgo negativo. Para evitar esto, será 
necesario capacitar a los altos mandos para que 
busquen centrarse en las virtudes de los traba-
jadores, dando la oportunidad de fortalecer sus 
debilidades, otorgar herramientas para manejo 
de conflictos, entre otros.

> Relaciones negativas de trabajo. Promover las 
relaciones positivas en la organización median-
te actividades en grupos, trabajo en equipo, 
actividades sociales ayuda a mantener un clima 
organizacional favorable.

La Norma proporciona un mecanismo para establecer 
los niveles de riesgo respecto a estos factores psicoso-
ciales por medio de evaluaciones que dejan ver el punto 
de vista de los trabajadores, lo cual ayudará a identificar 
las áreas de oportunidad para generar acciones que me-
joren la situación actual de la empresa. 

Adicional a lo anterior se desprende la obligación de 
crear una política que prevenga los factores de riesgo 
psicosocial, asumiendo el compromiso de todos en la 
organización para que al tomar decisiones se valore 
previamente si estas afectan o no al trabajador o tras-
greden alguna Norma. 

Por último, cuando existan eventos traumáticos severos, 
es decir, aquellos que pongan en peligro la integridad 
física o psicológica del trabajador y que conlleven una 
afectación postraumática, será necesario evaluar por 
medio de otro cuestionario si el trabajador requiere aten-
ción médica psicológica. En su caso se tendría que llenar 
una ST-7 para ser atendido por el IMSS o darle atención 
médica privada. 

Además, debemos considerar que todo esto ocurra en 
la esfera laboral, es decir, en ejercicio o con motivo del 
trabajo para delimitar que las afectaciones físicas o psi-
cológicas del trabajador son causadas por estrés laboral.

En conclusión, aunque es imposible separar el estrés 
personal del estrés laboral y que esto afecte al traba-
jador generando afecciones físicas o psicológicas, el 
patrón no deberá contribuir acumulando a las situa-
ciones personales, otras de carácter laboral por el in-
cumplimiento de sus obligaciones. 

Síntesis

El martes 23 de octubre de 2018, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, la 
Norma Oficial Mexicana NOM-35-SPTS-2018, referente a los factores de riesgos psico-
social en el trabajo-Identificación y análisis, emitida por la Secretaría del Trabajo y Pre-
visión Social. A partir de su publicación, se ha generado una serie de mitos respecto de 
esta norma, lo cual tiene confundido al personal de recursos humanos en las empresas. 
La norma regula los factores de riesgo psicosociales y no sus consecuencias, es decir, 
el empleador no tiene que darles tratamiento médico o psicológico a sus trabajadores. 
Tampoco los patrones serán multados si los trabajadores están estresados, las multas 
proceden por incumplimiento a la norma.

de cómo lograrlo, cuando en realidad la Norma lo que 
regula son los factores de riesgo psicosociales y no sus 
consecuencias, por ejemplo, se podrían tener casos de 
ataques de ansiedad, afectaciones del ciclo del sue-
ño-vigilia o estrés grave y de adaptación por no cuidar 
estos factores.

El segundo mito es que, si los trabajadores están estre-
sados, los patrones serán multados. La multa proce-
de por el incumplimiento a la Norma y no porque los 
trabajadores estén estresados; ahora bien, si se cuidan 
los factores de riesgo psicosocial, por ende, se verá dis-
minuido el estrés laboral, aunque no necesariamente 
se elimine y esto no significa incumplir con la Norma. 
Por ejemplo, un trabajador de seguridad privada que, 
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Reforma fiscal 
penal

Contingencias para los 
contribuyentes 

y los particulares

L.C. y Mtro. eduArdo LóPez LozAno 
Integrante de la CROSS del IMCP 

Asesor de la CROSS Región Centro 
Integrante de la Comisión de PLD/FT del Colegio de Contadores 

Públicos de México  
gruporeingenieriafiscal2019@gmail.com

El pasado 8 de noviembre de 2019 se publicó 
el Decreto que Reforma, Adiciona y Dero-
ga Diversas Disposiciones de la Ley Federal 
Contra la Delincuencia Organizada, de la 
Ley de Seguridad Nacional, del Código Na-

cional de Procedimientos Penales, del Código Fiscal de 
la Federación y del Código Penal Federal. Todas estas 
disposiciones, en su conjunto, conforman la llamada 
“Reforma Penal Fiscal” que entró en vigor con el año 
2020;1 esta reforma, aunada a la nueva Ley Nacional de 
Extinción de Dominio, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación (DOF) el 10 de agosto de 2019 y su aplicación, 
derivada de la reforma fiscal penal ha causado serias du-
das, inquietudes y zozobra a los contribuyentes. 

La reforma fiscal penal contiene cinco artículos; el 
artículo cuarto, reforma el artículo 113 Bis y deroga 
la fracción III del artículo 113 del Código Fiscal de la 
Federación (CFF), señalando una pena privativa de la 
libertad (de dos a nueve años de prisión) al que por sí 
o por interpósita persona:

1. expida,

2. enajene, 

3. compre o adquiera comprobantes fiscales que 
amparen operaciones inexistentes, falsas o ac-
tos jurídicos simulados.

Esta reforma sanciona a la empresa que expide la fac-
tura, a quien o quienes la enajenan, que no siempre 
son parte de esta, y a quien o quienes las adquieran.

En un segundo párrafo establece que “será sanciona-
do con las mismas penas, al que a sabiendas permita 
o publique, a través de cualquier medio, anuncios 
para la adquisición o enajenación de comproban-
tes fiscales que amparen operaciones inexistentes, 
falsas o actos jurídicos simulados”.

Señala que, en caso de que el delito sea cometido por 
un servidor público en ejercicio de sus funciones, será 
destituido del empleo e inhabilitado de uno a 10 años 
para desempeñar cargo o comisión públicos, en adi-
ción a la agravante señalada en el artículo 97 del Códi-
go Fiscal Federal.

Luego, en los párrafos cuarto y quinto del numeral 
reformado se establecen dos precisiones muy impor-
tantes: “Se requerirá querella por parte de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público (SHCP), para proceder 
penalmente por este delito”.

No será un delito que se persiga oficiosamente, sino 
solo por querella, es decir, a solicitud de la SHCP al 
Ministerio Público Federal. En el último párrafo, 
como ya lo hace el CFF, con el delito de defraudación 
fiscal, en su artículo 108 la reforma prevé la posibi-
lidad de que estos delitos se puedan perseguir jun-
to con el de uso de recursos de procedencia ilícita o 
lavado de dinero, previsto en el artículo 400-Bis del 
Código Penal Federal. 

En otras palabras, no será necesario esperar una sen-
tencia por defraudación fiscal para que pueda, simul-
táneamente, investigarse e iniciar una persecución 
por uso de recursos de procedencia ilícita, conocido 
coloquialmente como lavado de dinero. 

Delincuencia Organizada (DO) por delitos 
fiscales
También se reforma el artículo segundo de la Ley Fe-
deral Contra la Delincuencia Organizada, adicionando 
tres fracciones, considerando como tal y una vez satis-
fechos los primeros supuestos al efecto, los delitos de 
contrabando y equiparado, defraudación fiscal y equi-
parada, y los revisados del artículo 113 Bis.

En efecto, recordemos que serán sancionadas, como 
miembros de la DO cuando tres o más personas se 
organicen de hecho2 para realizar, en forma perma-
nente o reiterada, conductas que por sí o unidas a 
otras, tienen como fin o resultado cometer los delitos 
listados a los que se adicionan las fracciones VIII, VIII 
Bis y VIII Ter:

VIII. Contrabando y su equiparable, previstos en los 
artículos 102 y 105 del CFF;

En este caso, este delito no se condiciona a monto algu-
no. Basta que tres o más personas, de manera reiterada 
lo cometan para actualizar el tipo penal señalado.

VIII Bis. Defraudación fiscal, previsto en el artículo 
108, y los supuestos de defraudación fiscal equipara-
da, previstos en los artículos 109, fracciones I (cuando 
consigne en las declaraciones que presente para los 
efectos fiscales, deducciones falsas o ingresos acumu-
lables menores a los realmente obtenidos o valor de 
actos o actividades menores a los realmente obtenidos 
o realizados o determinados conforme a las leyes. De 
la misma forma será sancionada aquella persona física 
que perciba ingresos acumulables, cuando realice en 
un ejercicio fiscal erogaciones superiores a los ingre-
sos declarados en el propio ejercicio y no compruebe 
a la autoridad fiscal el origen de la discrepancia en los 
plazos y conforme al procedimiento establecido en la 
Ley del Impuesto Sobre la Renta) y IV (Simule uno o 
más actos o contratos obteniendo un beneficio inde-
bido con perjuicio del fisco federal ) ambos del Código 
Fiscal de la Federación.

Es importante señalar que, en relación con la simula-
ción de actos o contratos, el Código Penal Federal es-
tablece en su numeral 387 fracción X este delito: “al 
que simulare un contrato, acto o escrito judicial, con 
perjuicio de otro o un beneficio indebido”.

A diferencia del contrabando y su equiparable, en tra-
tándose de estos delitos, solo podría imputarse Delin-
cuencia Organizada (DO) cuando tres o más personas 
se reúnan de manera no eventual para cometerlos y ex-
clusivamente cuando el monto de lo defraudado supere 
tres veces lo dispuesto en la fracción III del artículo 108 
del CFF y demostrando un perjuicio al fisco o un bene-
ficio indebido al contribuyente. 

Toda vez que el artículo 108, fracción tercera establece 
un monto de $2,601,410; solo cuando la defraudación 
fiscal y/o equiparada supere los $7,804,230 es que po-
dría, satisfechos los requisitos comentados, imputarse 
delincuencia organizada. Por lo tanto, para tipificar 
este delito se requiere actualizar las cuatro hipótesis; 
el número de personas involucradas, su intención de 
cometer delitos, de manera reiterada, que se supere el 
monto señalado para configurar DO y que exista daño 
al erario o un beneficio indebido del contribuyente.

VIII Ter. Las conductas previstas en el artículo 113 
Bis del Código Fiscal de la Federación, exclusiva-
mente cuando las cifras, cantidad o valor de los com-
probantes fiscales que amparan operaciones inexis-
tentes, falsas o actos jurídicos simulados, superen 3 
veces lo establecido en la fracción III del artículo 108 
del Código Fiscal de la Federación.

La reforma agrupa (al derogar la fracción III del artí-
culo 113) la compra, la adquisición (sic) la venta y pro-
moción de comprobantes que consignen operaciones 

Síntesis

El Congreso de la Unión aprobó 
reformas a distintas leyes, con el 
fin de combatir la práctica ilegal 
que llevan a cabo muchas personas 
físicas y morales, que han hecho de 
su “actividad” u objeto económico, la 
venta de facturas (EFOS), para que 
las empresas o las personas físicas 
(EDOS), deduzcan gastos ficticios, ge-
nerando un perjuicio al fisco federal, 
entre otros. Vale la pena que, junto 
con las demás reformas fiscales, en 
particular las efectuadas al Código 
Fiscal Federal se revisen las nuevas 
circunstancias y contingencias que 
pueden derivar, y se tomen las deci-
siones pertinentes.
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simuladas cuando el número de personas involucra-
das sean tres o más; haya intención de cometer estos 
delitos, de manera reiterada y que se supere el monto 
señalado para configurar DO.

Es interesante que la fracción derogada no duró ni un 
ejercicio, pues el 16 de mayo de 2019 se había adiciona-
do, y la reforma la deroga al incorporar su contenido al 
113 Bis, modificando el tipo y la sanción y sus alcances.

Reiteramos, además del monto, también debe de-
mostrarse que son tres o más personas, de manera 
organizada, permanente o reiterada para la comisión 
de este delito.

La reunión ocasional, improvisada, sin estructura, finan-
ciamiento, mando directivo, códigos de operación nacio-
nal o internacional, desde luego que, en nuestra opinión, 
no constituirían delincuencia organizada, ni podrá serlo 
el que por una sola vez se reúnan los requisitos citados, 
por lo que a primo delincuentes no les será aplicable esta 
disposición; la mera coincidencia en la participación de 
tres o más personas sin los elementos descritos, no debe-
rían considerarse delincuencia organizada.

Extinción de dominio
No obstante, lo señalado, existe una contingencia gra-
vísima derivada de esta reforma fiscal penal, pues la 
Ley Nacional de Extinción de Dominio (LNED) seña-
la en su artículo primero fracción V, segundo párrafo, 
que los hechos de delincuencia organizada son sus-
ceptibles de extinción de dominio; es decir, la pérdida 
de los derechos que tenga una persona en relación con 
sus bienes de carácter patrimonial cuya legítima pro-
cedencia no pueda acreditarse, en particular, bienes 
que sean instrumento, objeto o producto de los hechos 
ilícitos, declarada por sentencia de la autoridad judi-
cial, sin contraprestación, ni compensación alguna 
para su propietario o para quien se ostente o comporte 
como tal, ni para quien, por cualquier circunstancia, 
posea o detente los citados bienes.3

Una amenaza a la seguridad nacional
Estos ilícitos se consideran como tal, ameritarán pre-
sión preventiva oficiosa y, por tanto, la ley los excluye 
de diversos beneficios, como acuerdos reparatorios, 
criterios de oportunidad, la suspensión condicional, 
beneficios del Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales (CNPP) que no serán aplicables cuando se esté 
investigando como miembros de la DO.

Es importante señalar que la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Trans-
nacional, la Convención de las Naciones Unidas Contra 
la Corrupción, la Convención de las Naciones Unidas 
contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas y demás instrumentos internacionales que 
regulan el decomiso, en su vertiente civil, en particu-
lar la Convención de Palermo que establece que debe 
entenderse como delincuencia organizada y cuales los 
delitos que contempla, dentro de los cuales, por su na-
turaleza, no están considerados los fiscales.

Prisión preventiva oficiosa 
Se consideran delitos que ameritan prisión preventiva 
oficiosa, los delitos previstos en el CFF: contrabando y 
su equiparable4 cuando sean calificados; la defraudación 
fiscal y su equiparable,5 cuando el monto de lo defrau-
dado supere los $7,804,230,6 exclusivamente cuando sean 
calificados, ya sea expedición, venta, enajenación, com-
pra o adquisición de comprobantes fiscales que amparen 
operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simu-
lados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 
Bis ya comentado, cuando las cifras,7 cantidad o valor de 
los comprobantes fiscales, superen los $7,804,230. 

Criterios de oportunidad
Básicamente, consisten en que el Ministerio Público 
podrá abstenerse de ejercer la acción penal con base 
en la aplicación de criterios de oportunidad, siempre 
que, en su caso, se hayan reparado o garantizado los 
daños causados a la víctima u ofendido.

A los delitos en comento no les aplican, es decir, con 
esta reforma, no se persigue la reparación del daño, 
sino la sanción penal, con una excepción contenida 
en el tercer párrafo del artículo 256:8 para el caso de 
delitos fiscales y financieros, previa autorización de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mediante 
la Procuraduría Fiscal de la Federación, únicamente 
podrá ser aplicado el supuesto de la fracción V, en el 
caso de que el imputado aporte información fidedigna 
que coadyuve para la investigación y persecución del 
beneficiario final del mismo delito, tomando en consi-
deración que será este último quien estará obligado a 
reparar el daño.

Nótese que esta disposición va más allá de aquella en 
la que se fundamenta, la fracción V del artículo 256… 
“V. Cuando el imputado aporte información esencial y 
eficaz para la persecución de un delito más grave del 
que se le imputa, y se comprometa a comparecer en 
juicio”.

Como se observa la disposición señala información 
esencial y eficaz, la excepción contenida en la refor-
ma establece: información fidedigna —es decir, ve-
raz, completa, sin lugar a duda—. Con esta reforma, 
discrecionalmente, el Ministerio Público podrá abs-
tenerse de ejercer acción penal cuando el imputado 
aporte información fidedigna que demuestre al bene-
ficiario final del delito, sin explicar qué debe enten-
derse por tal, cómo se satisface este extremo, en qué 
momento de la investigación debe efectuarse, con 
qué protocolos.

Un tema adicionalmente controvertido es el que 
señala que el beneficiario final del delito debe re-
parar el daño, no señala cómo se determina el be-
neficiario final del delito y menos qué ocurre con 
el criterio de oportunidad, si tal requisito no se 
satisface, ni cuáles serían las garantías de confi-
dencialidad, protección personal y procedimiento 
a seguir para guardar el sigilo y la identidad del 
denunciante.

Como no está definido qué entender como informa-
ción fidedigna o a juicio de quién, con qué elementos 
de juicio, de valor, parámetros, estándar probatorio o 
de criterio que merezca el beneficio de este criterio de 
oportunidad, muy probablemente se buscará hacer va-
ler esta excepción por los abogados penalistas.

Responsabilidad penal de las personas 
morales
La responsabilidad penal de las empresas se introduce 
a partir de la entrada en vigor de las reformas del 17 de 
junio de 2016 al Código Nacional de Procedimientos 
Penales (CNPP) que establece la posibilidad de proce-
sar penalmente a personas jurídicas en sus artículos 
421 al 425. 

Conforme al numeral 421, las personas jurídicas serán 
penalmente responsables de los delitos cometidos a su 
nombre, por su cuenta, en su beneficio o por los medios 
que ellas proporcionen, cuando se haya determinado que 
además existió inobservancia del debido control en su 
organización. 

A las personas jurídicas podrán imponérseles, confor-
me al artículo 11 Bis Código Penal Federal, algunas o 
varias consecuencias jurídicas cuando hayan interve-
nido en la comisión de los siguientes delitos: terro-
rismo, contra la salud, tráfico de influencia, cohecho, 
comercialización habitual de objetos robados, fraude, 
encubrimiento,9 operaciones con recursos de pro-
cedencia ilícita, contra el ambiente, en materia de 
derechos de autor, trata de personas, secuestro, con-
trabando y su equiparable, defraudación fiscal y su 
equiparable. 

La reforma penal fiscal adiciona la compra venta o 
promoción de facturas que amparen operaciones si-
muladas (artículo 113 bis del Código Fiscal Federal) a 
partir del 1 de enero de 2020.10 Incluye a las EFOS11 o 
también conocidas como “factureras”, empresas; fan-
tasma, fachada, de cartón o simuladas, los promotores 
de estas y los EDOS.12

Vale la pena que, junto con las demás reformas fiscales, 
en particular las efectuadas al Código Fiscal Federal, 
revise usted las nuevas circunstancias y contingencias 
derivadas y tome las decisiones pertinentes, siempre 
acompañado de su fiscalista, su contador y abogados, 
en su caso, corporativos y fiscalistas; no deje que la 
desidia, la arrogancia o la procrastinación le jueguen 
una mala pasada y requiera además el apoyo de aboga-
dos penalistas y civilistas, por aquello de la extinción 
de dominio.

2020 será sin duda, un año de retos novedosos. Analice 
y tome oportunamente decisiones, será el camino del 
éxito. 

Se consideran delitos que ameritan 
prisión preventiva oficiosa, los delitos 
previstos en el CFF: contrabando 
y su equiparable cuando sean 
calificados

1 Artículo 1º transitorio.
2 No se pueden organizar de “derecho” para cometer ilícitos.
3 Artículos 3 y 7 de la LNED.
4 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 102 y 105, fracciones I y 

IV, cuando estén a las sanciones previstas en las fracciones II o III, párrafo 
segundo, del artículo 104, exclusivamente cuando sean calificados.

5 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 108 y 109.
6 Tres veces lo dispuesto en la fracción III del artículo 108 del Código Fiscal 

de la Federación.
7 No precisa qué deberá entenderse por este concepto.
8 Código Nacional de Procedimientos Penales.
9 De bienes.
10 Artículo Quinto. Se adiciona una fracción VIII Bis al Apartado B del 

artículo 11 Bis del Código Penal Federal.
11 Empresas que facturan operaciones simuladas.
12 Empresas que deducen operaciones simuladas.
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Jornaleros digitales

L.C.P. dIdIer GArCíA MALdonAdo 
Integrante de la CROSS nacional del IMCP 
dgarcia@ffaconsultores.com.mx

Síntesis

El congreso mexicano ha legisla-
do para cumplir con la premisa de 
brindar acceso al trabajo digno o 
decente a diversos sectores, pero, 
entre otros, falta legislar el empleo 
en plataformas digitales. Poco o casi 
nada se realiza para normar las 
condiciones bajo las cuales el per-
sonal que emplean las plataformas 
digitales se ve obligado a prestar sus 
servicios profesionales en condicio-
nes de precariedad. El caso no sería 
tan relevante si no fuera porque el 
empleo en dichas plataformas hoy 
en día se encuentra en proceso de 
expansión a escala global.

Generalidades
El uso de las nuevas tecnologías de comunicación y 
de manera específica las plataformas digitales (Work 
on Demand), han contribuido de manera significativa 
al desarrollo de la economía global; su mayor presen-
cia se ha dado en las fases de distribución, consumo 
de bienes y servicios, lo cual ha trastocado de mane-
ra sustancial las relaciones laborales, la causación y el 
pago de diversas contribuciones, dentro de estas, las 
contribuciones de seguridad social.

No obstante, los múltiples beneficios derivados de la 
implementación de los avances tecnológicos, como 
contraparte nos presentan también grandes desafíos, 
que si los abordamos de manera adecuada los podemos 
traducir en grandes oportunidades; basándome en esta 
premisa, desarrollé este artículo técnico con el objeti-
vo principal de dar a conocer la oportunidad con que 
cuenta la economía mexicana de aprovechar de manera 
responsable el boom de las plataformas digitales para 
efectos de fomentar el empleo digno o decente, consi-
derando como tal, aquel que, entre otras cosas, genera 
acceso a la seguridad social, así como el respeto a los 
derechos colectivos de los trabajadores.

Para dar inicio al presente análisis, partiré por abordar 
conceptos generales que nos permitan comprender de 
mejor forma el tema en cuestión. Por tratarse de un 

tema de actualidad, fue necesario recurrir a investiga-
ciones realizadas recientemente por la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y la 
Asociación Internacional de Seguridad Social (AISS), 
entre otras; seguidamente analizaré los contextos lo-
cal e internacional, posteriormente abordaré los mar-
cos legales laboral y de seguridad social y, por último 
daré mis conclusiones.

Conceptos relevantes
Dentro de los conceptos más relevantes tenemos los 
siguientes:

> Plataformas digitales. Las plataformas digi-
tales o virtuales son espacios en Internet que 
permiten la ejecución de diversas aplicaciones 
o programas en un mismo lugar para satisfacer 
distintas necesidades de manera automatiza-
das, usando menos recursos o haciéndolos más 
eficientes, destacando el requerimiento de los 
recursos humanos para el logro de sus objetivos.

> Trabajador Autónomo Económicamen-
te Dependiente (TRADE). Según el Sistema 
Nacional de Empleo de España, el trabajador 
autónomo que realiza una actividad económica 

o profesional a título lucrativo y de forma 
habitual, personal, directa y predominante 
para una persona física o jurídica, denomina-
da cliente, del que dependen económicamente 
por percibir de él, al menos, 75% de sus ingre-
sos por rendimientos de trabajo y de activida-
des económicas o profesionales.

> Trabajo plataformas digitales. Podemos dis-
tinguir entre dos tipos de trabajos, siendo estos 
los siguientes:

» Trabajo colaborativo (Crowdwork). Abarca 
todas las actividades relacionadas con la eco-
nomía digital y que su realización exclusiva-
mente en línea; ejemplos: Freelancer, Ama-
zon Mechanical Turk, Youtuber, Moderador, 
etcétera.

» Trabajo a pedido (Work on Demand). Es 
cuando el trabajo se realiza a menudo “física-
mente” y la plataforma actúa de intermedia-
rio (su función principal es poner en con-
tacto al prestador del servicio y al usuario; 
al personal que es empleado en este tipo de 
servicios también se les conoce como “jorna-
leros digitales”. Por ejemplo, Uber, Deliveroo, 
Airbnb, etcétera.

Contexto local
Durante 2019 el congreso mexicano legisló para cumplir 
con la premisa de brindar acceso al trabajo digno o de-
cente a diversos sectores como las personas trabajado-
ras del hogar, para ello efectuó reformas a la Ley Federal 
del Trabajo y posteriormente a la Ley del Seguro Social; 
al cierre de este artículo se discutían en el congreso di-
versas iniciativas para dignificar el trabajo del personal 
empleado por las prestadoras de servicios de suministro 
personal (outsourcing de personal); sin embargo, poco o 
casi nada se realiza para normar las condiciones bajo las 
cuales el personal que emplean las plataformas digita-
les (los jornaleros digitales) se ven obligados a prestar 
sus servicios personales en condiciones de precariedad, 
dentro de los que destacan los siguientes aspectos:

> Jornadas de más de 12 horas de trabajo diario, 
durante la semana para efectos de poder cum-
plir con los costos que incurren en el desarrollo 
de dichas actividades y que después les permita 
obtener un remanente para subsistir.

> Las plataformas digitales no realizan aporta-
ciones a la seguridad social, bajo el argumento 
de que no es una relación de trabajo personal 
subordinada, dejando a cargo y costo del traba-
jador el hecho de poder contratar la protección 
que brinda la Ley del Seguro Social.

Las plataformas digitales 
como el personal 
empleado están 

obteniendo ingresos 
y no están realizando 

aportaciones a los 
esquemas de seguridad 
social contributivos del 

país
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> Tanto las plataformas digitales como el personal 
empleado están obteniendo ingresos y no están 
realizando aportaciones a los esquemas de seguri-
dad social contributivos del país, por lo que, en un 
futuro, las pensiones de estas personas serán una 
carga más para el gasto público, pasando de esta 
forma la factura al resto de la sociedad.

El caso no sería tan relevante si no fuera porque el 
empleo en plataformas digitales actualmente se en-
cuentra en proceso de expansión a nivel global, si a 
lo anterior le agregamos la falta de empleos formales 
que existen en nuestro país, es lo que nos debe llevar 
a reflexionar sobre la relevancia que tiene este tema; 
vale la pena mencionar que en la reforma fiscal para 
2020 se buscó regular la parte fiscal; no obstante, la 
parte laboral y de seguridad social sigue siendo un 
tema pendiente que en caso de no regularse nos pue-
de ocasionar un serio problema social en el mediano y 
largo plazo. 

Para efectos de ver qué podemos hacer, los invito a que 
demos un vistazo a lo que están haciendo otros países 
al respecto.

Contexto internacional
El problema de la falta de regulación y por consecuen-
cia la falta de prestaciones mínimas en materia laboral 
y de seguridad social no son un problema privativo de 
nuestro país, por ello, tanto la OIT, OCDE y la AISS han 
realizado investigaciones importantes y han alertado 
sobre la necesidad de adecuar las legislaciones labora-
les y de seguridad social para dar certeza jurídica a los 
jornaleros digitales.

Para efectos del presente análisis solo abordaremos la 
tendencia de la regulación legislativa y el pronuncia-
miento de sus jueces para clasificar las relaciones entre 
el personal y las plataformas digitales, los países que 
se seleccionaron considerando nuestra relación cultu-
ral, comercial o bien porque nuestras leyes laborales o 
de seguridad social son muy similares, remarcaremos 
los aspectos o acciones que consideramos podemos 
considerar para regular el tema en nuestra legislación.

España
Por la parte laboral el derecho español ofrece tres po-
sibilidades:

> La calificación como una relación laboral com-
prendida en el ámbito normativo del estatuto de 
los trabajadores.

> Considerar al trabajador como autónomo o por 
cuenta propia de acuerdo con la regulación del 
Estatuto del Trabajo Autónomo.

> Considerar al trabajador bajo la modalidad de 
TRADE con regulación del Estatuto del Trabajo 
Autónomo.

En lo que corresponde a la parte de seguridad social, 
las tres opciones conllevan la obligación de que el tra-
bajador debe estar dado de alta en el sistema de segu-
ridad social.

Chile
La Corte Suprema chilena se ha pronunciado por que 
se regulen las actividades que realizan las plataformas 
digitales y atendiendo a este pronunciamiento, el go-
bierno actual ha presentado una propuesta de refor-
ma a la Ley Laboral, la cual contempla como trabajo 
especial al personal empleado por las plataformas 
digitales, brindándoles mayor flexibilidad en cuanto 
al horario de trabajo.

En la parte relativa a la seguridad social desde el año 
2015, la incorporación a la seguridad social, tanto de 
trabajadores autónomos como independientes es obli-
gatorio, no obstante, en esta ocasión el proyecto de re-
forma enuncia de manera precisa la obligatoriedad 
de inscripción del personal que emplean las plata-
formas digitales para el logro de sus objetivos. 

Estados Unidos de América
En ese país no existe legislación nacional relevante al 
respecto, el tema ha quedado en manos del sistema de 
la Corte y las posturas del sistema de justicia varían 

según al Estado al que corresponden, por ejemplo, el 
Estado de California, en abril de 2018, dictó una reso-
lución que definía tres circunstancias muy específicas 
que deben presentarse para justificar la clasificación 
de un “trabajador como contratista independiente, en 
lugar de considerarse empleado”:

> El personal empleado es libre de control y ges-
tión en el desarrollo de su trabajo.

> El personal empleado lleva a cabo su trabajo 
fuera de los emplazamientos de la entidad 
contratante.

> El personal empleado se dedica habitualmente 
a un oficio, ocupación o negocio establecido 
de forma independiente de la misma natu-
raleza que el trabajo realizado para quien lo 
contrata.

Esta decisión ha impactado la viabilidad de algunos 
negocios de economía de plataformas digitales, al 
considerar por regla general como trabajadores de-
pendientes al personal que emplean; sin embargo, en 
el Estado de Pensilvania hay sentencias de tribunales 
que han considerado a este mismo tipo de personal 
como contratistas independientes.

A escala federal es hasta finales de abril de 2019 cuan-
do el Departamento Laboral del Gobierno publicó una 
carta de opinión acerca de la clasificación del perso-
nal de una organización perteneciente a la economía 
de plataformas, misma que ofrece una interpretación 
legal de la “Fair Labor Standards Act” (Ley Laboral en 
EUA) y responde a cuestiones planteadas por indivi-
duos ante el departamento de trabajo para que se acla-
re e interprete la Ley.

La mencionada carta de opinión determina que 
son trabajadores por cuenta propia (Independent 
Contractor) los proveedores de servicio de la organi-
zación, si bien, declara específicamente que la car-
ta de opinión se basa únicamente para los hechos 
proporcionados.

Marco legal laboral
En nuestro país la Ley Federal del Trabajo regula las 
relaciones laborales entre particulares y establece lo 
siguiente:

Trabajador es la persona física que presta a otra, física o 
moral, un trabajo personal subordinado. (Art. 8, LFT).

Se entiende por relación de trabajo, cualquiera que 
sea el acto que le dé origen, la prestación de un tra-
bajo personal subordinado a una persona, mediante 
el pago de un salario. (Art. 20, LFT).

Es el elemento de la subordinación en el que las pla-
taformas digitales se escudan para acreditar que la 
relación que mantienen con su personal no es una 
relación de trabajo, sino la prestación de un servicio 
independiente y, por lo tanto, no pueden ser conside-
rados como sus trabajadores.

En pro de los jornaleros digitales, tenemos las siguien-
tes disposiciones contempladas en la Ley Federal del 
Trabajo vigente:

“Se entiende por trabajo digno o decente aquél en el 
que… se tiene acceso a la seguridad social y se per-
cibe un salario remunerador;…”. (Segundo párrafo, 
artículo 2, LFT).

“El trabajo digno o decente también incluye el res-
peto irrestricto a los derechos colectivos de los 
trabajadores, tales como la libertad de asociación, 
autonomía, el derecho de huelga y de contratación 
colectiva”. (Tercer párrafo, artículo 2, LFT).

“Se entiende por trabajo toda actividad humana, in-
telectual o material, independientemente del grado 
de preparación técnica requerido por cada profesión 
u oficio”. (Segundo párrafo, artículo 8, LFT).

“Será considerado como trabajo a domicilio el que 
se realiza a distancia utilizando tecnologías de la 
información y la comunicación”. (Segundo párrafo, 
artículo 311, LFT).

La simultaneidad de patrones no priva al traba-
jador a domicilio de los derechos que le concede 
este capítulo. (Artículo 315, LFT).

Considerando las disposiciones anteriores en ar-
monía con lo establecido en el artículo 1 de nuestra 
Constitución Política, considero que existen ele-
mentos para que los tribunales se pronuncien en 
favor de proteger y garantizar el derecho al trabajo 
digno del personal que presta sus servicios en las 
plataformas digitales; sin embargo, es evidente que 
los elementos existentes no son precisos y suficien-
tes para cumplir con otro derecho humano como lo 
es la seguridad jurídica de las partes que intervienen 
en estos procesos.
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Marco legal de seguridad social
La Ley del Seguro Social vigente en México dentro 
del régimen obligatorio contempla la fracción I del 
artículo 12, la cual establece lo siguiente: “Las perso-
nas que de conformidad con los artículos 20 y 21 de la 
LFT, presten, en forma permanente o eventual, …, un 
servicio remunerado, personal y subordinado”.

Al no estar claramente definido que cuenta con el ele-
mento de la subordinación, no lo podemos considerar 
como una relación laboral y, en consecuencia, tampoco 
lo podemos considerar como sujeto de aseguramiento 
obligatorio de dicho régimen, ya que no se encuentra 
contemplado en ninguna de las cuatro fracciones de la 
disposición legal en mención.

Por otra parte, tenemos que en la fracción I del ar-
tículo 13 del ordenamiento previamente citado, en-
contramos que voluntariamente podrán ser su-
jetos de aseguramiento al régimen obligatorio los 
siguientes: “Los trabajadores en industrias fami-
liares y los independientes”.

Lo establecido en la disposición previa, aunado a lo 
citado en el artículo 1 de la Ley del Seguro Social vi-
gente, donde precisa que la citada ley es de orden pú-
blico y de interés general, me llevan a concluir que, 
para efectos de esta ley, voluntariamente pueden afi-
liarse al régimen obligatorio, pero no están obligados 
a realizarlo.

Conclusiones
> Es evidente que la economía de plataformas ha 

venido a revolucionar nuestra economía y con 
ello ha establecido nuevas formas de trabajo 
que, por tratarse de una actividad de reciente 
creación en pleno proceso de expansión, es evi-
dente que debe empezar regularse.

> La falta de regulación está ocasionando un des-
equilibrio que socava de manera importante las 
prestaciones laborales y de seguridad social del 
personal empleado por las plataformas digitales.

> El tema del empleo precario en la economía de 
plataformas no es un problema que afecte solo 
a nuestro país, por lo que es recomendable vol-
tear a ver qué están haciendo otros países en 
este rubro para regular adecuadamente dicha 
actividad.

> En materia laboral, lo ideal sería que se agregara 
como una modalidad más de trabajo especial 
dentro de nuestra Ley Federal del Trabajo, ya 
que sus características y condiciones así lo 
requieren, de no ser así se estaría ocasionando 
una competencia inequitativa con el resto de las 
actividades económicas.

> En lo que corresponde al rubro de la seguridad 
social, es imperativo que se brinde acceso a la 
seguridad social de manera obligatoria; de no 
ser así, estaríamos gestando un fuerte problema 
social a futuro, ya sea en el caso de una invali-
dez, un riesgo de trabajo o en el momento del 
retiro. Es absurdo ver como en estas actividades 
se exige el aseguramiento del equipo, bienes y 
servicios, pero no se contempla el aseguramien-
to del personal empleado.

> Una de las principales causas por las que no 
se ha regulado esta actividad a nivel global, es 
porque no se cuenta con información precisa de 
dicha actividad y sus alcances. En lo personal, 
considero que todo lo que se puede medir se 
puede mejorar, por lo tanto, mientras nuestras 
autoridades (SAT, STPS e IMSS) no cuentan con 
información cualitativa y cuantitativa de este 
actividad, será muy complicado poder regularla 
de manera adecuada y, en consecuencia, mejorar 
las condiciones de precariedad que enfrentan 
actualmente los jornaleros digitales.

De no regular de manera adecuada las actividades que 
realizan las plataformas digitales en la parte civil, fis-
cal, laboral y de seguridad social, este tipo de trabajos 
estaría compitiendo inequitativamente con el resto de 
la economía. 

De no regular de manera adecuada 
las actividades que realizan 
las plataformas digitales, este 
tipo de trabajos estaría compitiendo 
inequitativamente con el resto de la economía

DO
SS

IER
32

http://imcpdgo.org/
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Introducción
Dentro de las recientes reformas a nuestro sistema fiscal en México, las de 
mayor impacto son las relativas a las consecuencias derivadas de la comi-
sión de un delito de defraudación fiscal, al considerarlo como una amena-
za a la seguridad nacional, calificándolo, bajo ciertas circunstancias, como 
delito grave y como un tipo de delincuencia organizada, lo cual genera la 
imposición de penas y medidas precautorias excesivas, como es el caso de 
prisión preventiva oficiosa y la extinción de dominio, lo cual resulta muy 
grave considerando que en los elementos subjetivos de este tipo de delitos, 
no solo se sancionan hechos delictivos, sino que también sanciona hechos 
u omisiones no delictivos como el simple error involuntario, ya que el dolo 
se presume en todos los casos.

Ante esta situación conviene dejar claro que la omi-
sión de cuotas al IMSS; las cuotas de seguridad social 
a cargo del trabajador retenidas y no enteradas; la no 
afiliación del trabajador; la subcotización de trabaja-
dores al IMSS, entre otras conductas antijurídicas, no 
son delitos de defraudación fiscal, sino que constitu-
yen un tipo de delito conocido como defraudación a 
los regímenes del Seguro Social, cuyos elementos del 
tipo no se encuentra en el Código Fiscal de la Federa-
ción (CFF), recién reformado, sino en la propia Ley del 
Seguro Social (LSS), formando parte del amplio catá-
logo de delitos especiales no tipificados en los códigos 
penales.

El error de apreciación
En términos generales, podemos decir que todos los de-
litos ofenden a la sociedad, ya que atentan en contra 
de bienes jurídicos que se consideran esenciales para 
la convivencia social; sin embargo, hay algunos delitos 
que ofenden más que otros en función del bien jurídico 
tutelado, por lo que merecen punibilidad más severa. 
Cada delito se distingue por los elementos objetivos y 
subjetivos que lo conforman (tipo), cuya conducta ilíci-
ta debe encuadrar perfectamente en todos los elemen-
tos (tipicidad), para que se ejercite la acción penal.

Existe una creencia muy extendida de que omitir cuo-
tas de seguridad social constituye un delito de defrau-
dación fiscal, pero en realidad no es así, ya que en tal 
caso estamos ante la comisión de un delito de defrau-
dación a los regímenes del seguro social. Sus diferen-
cias no se limitan solo al cuerpo normativo que lo con-
tiene (CFF y LSS), sino que existen además diferencias 
sustanciales en elementos tales como el bien jurídico 
que se tutela y protege, los sujetos activo y pasivo que 
participan en él y los responsables del delito, así como 
la reparación del daño. 

En suma, son delitos diferentes, no obstante que com-
parten elementos como la conducta desplegada por el 
delincuente y el resultado esperado en el hecho delictivo.

La confusión que existe no es ociosa, ya que si el CFF 
(art. 108) señala que “comete el delito de defraudación 
fiscal, quien con uso de engaños o aprovechamiento 
de errores, omita total o parcialmente el pago de al-
guna contribución y obtenga un beneficio indebido 
con perjuicio al fisco federal”, y de conformidad con 
la fracción II del artículo 2 del CFF, las aportaciones 
de seguridad social son contribuciones, resulta lógi-
co pensar que omitir cuotas de seguridad social es un 
delito de defraudación fiscal, cuando en realidad no 
es así.

Esta confusión puede generar actos arbitrarios de la 
autoridad; errores de tipo que provoquen la inefica-
cia de su aplicación; una mala asesoría a los patrones; 
que se pretenda “sumar” el importe de las cuotas en 
un delito de defraudación que esto provoque indebi-
damente prisión oficiosa, entre otras muchas conse-
cuencias. De ahí la pertinencia de hacer un breve pero 
sustancioso análisis de cada caso, para dejar claro que 
se tratan de delitos diferentes.

El presente artículo no tiene como objetivo hacer un 
análisis profundo de ambos delitos, sino destacar las 
diferencias sustantivas que existen en cada caso al 
comparar sus elementos normativos, con el propósito 
de demostrar que se trata de delitos diferentes.

Las grandes diferencias
Para conocer las diferencias entre ambos delitos, 
una vez definido el delito de defraudación fiscal, 
conviene citar la definición del delito de defrauda-
ción a los regímenes del seguridad social, tipifica-
do en el artículo 307 de la LSS: “Cometen el delito 
de defraudación a los regímenes del seguro social, 
los patrones o sus representantes y demás sujetos 
obligados que, con uso de engaños o aprovecha-
miento de errores omitan total o parcialmente el 
pago de las cuotas obrero patronales u obtengan 
un beneficio indebido con perjuicio al Instituto o a 
los trabajadores”.

Síntesis

El carácter fiscal de las cuotas que se deben cubrir al 
IMSS, su omisión en el entero, no configura la comisión de 
un delito de defraudación fiscal establecido en el CFF, sino 
del delito de defraudación en contra de los regímenes del 
Seguro Social establecido en la LSS.

Se cree que omitir cuotas de seguridad 
social constituye un delito de 

defraudación fiscal, pero en 
realidad no, en tal caso estamos ante la 
comisión de un delito de defraudación a 

los regímenes del seguro social
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Bien jurídico tutelado
Para identificar el bien jurídico tutelado, en el caso de 
los delitos de defraudación fiscal, es menester recurrir 
al origen de la obligación tributaria, establecido en el 
artículo 31, fracción IV de nuestra Carta Magna: “Con-
tribuir para los gastos públicos, así de la Federación, 
como de los Estados, de la Ciudad de México y del Mu-
nicipio en que residan, de la manera proporcional y 
equitativa que dispongan las leyes”.

En este precepto encontramos: i) la obligación de con-
tribuir (de la que se desprende la definición de contri-
bución y contribuyente); ii) la finalidad de las contribu-
ciones que es sufragar el gasto público de los tres niveles 
de gobierno; y iii) los principios tributarios como la pro-
porcionalidad, la equidad y la legalidad.

Resulta claro señalar que cuando se omite total o par-
cialmente el pago de una contribución se afecta la 
economía del país, las finanzas públicas y la capacidad 
para funcionar y generar progreso social; por lo tanto, 
lo que se protege es la hacienda pública, la cual tiene 
la finalidad de recaudar las contribuciones obtenien-
do los recursos necesarios para el funcionamiento del 
Estado.

En el caso de las cuotas de seguridad social es diferente, 
ya que, si bien nuestro sistema jurídico le ha conferido 
el carácter fiscal, ha sido con el único propósito de bus-
car la eficacia en su recaudación, pero el origen y, por 
consiguiente, su naturaleza jurídica, son diferentes.

A mayor abundamiento, las cuotas de seguridad social 
tienen su origen y fundamento en el artículo 123, frac-
ciones XIV y XXIX, de la CPEUM y no en el artículo 31, 
fracción IV antes transcrito; por lo tanto, su destino 
no es sufragar el gasto público del Estado, sino finan-
ciar el otorgamiento de prestaciones establecidas en 
la LSS, en beneficio de los derechohabientes (afiliados 
y sus beneficiarios). Y siendo el IMSS el instrumento 
para su otorgamiento, estas cuotas forman parte de su 
patrimonio por ministerio de ley. 

En efecto, las cuotas de seguridad social no son una 
contribución fiscal, sino un derecho social tendiente 
a mejorar las condiciones de vida de trabajadores y 

demás sectores desprotegidos de la sociedad, que se 
constituye precisamente, junto con su instrumento 
(IMSS), como el bien jurídico tutelado que se protege 
con la persecución de este delito y sus equiparables.

Los sujetos del delito
Sujeto activo
Se señala como sujeto activo a quien lleva a cabo el 
ilícito y recae esa realización en la conducta típica 
del delito, esto es, quien omita total o parcialmente 
el pago de una contribución (delito de defraudación 
fiscal) o de las cuotas al IMSS (delito de defrauda-
ción a los regímenes del seguro social); en el primer 
caso, la responsabilidad del delito recae primera-
mente en el contribuyente; en el segundo, en los pa-
trones, sus representantes legales o sujeto obligado 
definidos en la propia LSS.

Al tratarse de un derecho de conductas, la responsabili-
dad necesariamente recae en personas físicas, lo que en 
la LSS queda establecido de manera más clara, pues ya 
de manera expresa señala que cometen el delito los pa-
trones (entendiendo persona física), sus representantes 
legales (aplicable a personas morales), y otros sujetos 
obligados, ya sea persona física o persona moral en 
cuyo caso son responsables sus representantes legales.

Una gran diferencia en el sujeto activo del delito, tra-
tándose de la defraudación fiscal, es la responsabilidad 
que cubre a otras personas distintas al contribuyente 
(art. 95, CFF), tal es el caso de personas que en virtud 
de un contrato, disposición jurídica o estatutos socia-
les, tienen la obligación de evitar los resultados del 
delito y no lo hacen, como puede ser el caso de un co-
misario; asimismo, la responsabilidad puede alcanzar 
a asesores, cuando derivado de un contrato servicios 
independientes, estos propongan, establezcan o llevan 
a cabo por sí mismo o por interpósita personal, actos, 
operaciones o prácticas constitutivas de un delito de 
defraudación fiscal. 

Estos dos casos de responsabilidad no tienen cabida 
en los casos delitos de defraudación en contra de los 
regímenes del seguro social, en los cuales la responsa-
bilidad se limita al patrón persona física; representante 

legal de persona moral y otros sujetos obligados defini-
dos en la propia ley.

Sujeto pasivo
En el delito de defraudación fiscal el Estado es consi-
derado como el sujeto pasivo del delito, ya que preci-
samente es el destinatario del bien jurídico protegido. 
En efecto, en el delito de defraudación fiscal se incluye 
como conducta tipificada a la omisión total o parcial 
del pago de las contribuciones, lo cual provoca que el 
Estado no pueda recaudar; y, consecuentemente, no 
pueda ejercer todos los gastos señalados en el presu-
puesto de egresos, lo que le impide realizar actividades 
esenciales en beneficio de la población. 

En los delitos de defraudación en contra de los regí-
menes del seguro social, la situación es diferente. El 
sujeto pasivo del delito es el propio IMSS, así como 
el trabajador afiliado y sus beneficiarios (derechoha-
bientes), ya que al no tener los recursos suficientes 
para otorgar las prestaciones establecidas en la ley, 
estas se ven mermadas en calidad (prestaciones en 
especie) y suficiencia (prestaciones en dinero), inclu-
so se puede privar al trabajador y a sus beneficiarios 
de la posibilidad de acceder a prestaciones cuando la 
omisión es total derivada de la no afiliación de traba-
jadores al IMSS.

Ejercicio de la acción penal
En ambos casos se requiere el impulso procesal de la 
querella necesaria que excite la acción del órgano ju-
risdiccional. No obstante, en estos delitos, más que el 
ejercicio de la acción penal se privilegia la recupera-
ción de las contribuciones con sus accesorios, al esta-
blecer en el penúltimo párrafo del artículo 108 del CFF 
que no se formulará querella cuando se hayan entera-
do de manera espontánea junto con sus accesorios, las 
contribuciones omitidas.

Tratándose de delitos de defraudación en contra de los 
regímenes de seguridad social, la situación no es muy 
diferente, ya que el artículo 318 de la LSS establece lo 
siguiente:

No se formulará querella, si quien hubiere omitido el 
pago total o parcial de alguna cuota obrero patronal 
u obtenido un beneficio indebido, lo entera espontá-
neamente con sus recargos y actualización antes de 
que la autoridad del Instituto descubra la omisión, 
el perjuicio o el beneficio indebido mediante reque-
rimiento, orden de visita o cualquier otra gestión no-
tificada por la misma, tendiente a la comprobación 
del cumplimiento de sus obligaciones en materia de 
cuotas obrero patronales.

Todo lo anterior representa una verdadera excusa ab-
solutoria en los delitos de defraudación fiscal y de de-
fraudación a los regímenes del seguro social.

La gran diferencia es que, tratándose del delito de de-
fraudación a los regímenes de seguro social, no basta 
con el pago de cuotas y sus accesorios; debe, además, 
cubrirse el perjuicio provocado al IMSS, traducido en 
capitales constitutivos, cuando dicho instituto haya 
otorgado prestaciones cuya cuantía haya sido afecta-
da por la no afiliación o la manifestación de su salario 
base de cotización inferior al real. 

Punibilidad 
La punibilidad es la posibilidad de imponer la sanción 
que el legislador establece de manera proporcional 
para cada delito de acuerdo con la importancia del 
bien jurídico tutelado o protegido, esto es, la pena 
debe estar basada en la justicia, además de proteger 
derechos fundamentales para el ser humano. 

Las penas establecidas tienen como principal propósi-
to retribuir al delincuente con un castigo apropiado a 
la conducta ilícita que exteriorizó, buscando siempre 
un fin intimidatorio para persuadir a otros contribu-
yentes de que no realicen violaciones a la norma, así 
como evitar la reincidencia en el delito.

A pesar de lo anterior, como ha sido mencionado, al 
ser un delito que requiere querella necesaria, admite el 
perdón (sobreseimiento del proceso) a discreción de la 
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propia autoridad ofendida cuando el daño es reparado, 
esto es cuando los imputados paguen las contribucio-
nes originadas por los hechos imputados, además de 
las sanciones y accesorios respectivos; o bien, estos 
créditos fiscales queden garantizados a satisfacción 
(art. 92, CFF).

A diferencia de lo dispuesto anteriormente, la LSS no 
establece de manera expresa la posibilidad del sobre-
seimiento del proceso penal, cuando el daño haya sido 
reparado o garantizado; sin embargo, en mi opinión se 
podrán, en beneficio de los imputados, aplicar suple-
toriamente lo dispuesto en el CFF; o bien, en el Código 
Federal de Procedimientos Penales.

Reparación del daño
En el delito de defraudación fiscal, la reparación del 
daño se da cuando los imputados pagan las contribu-
ciones omitidas con las sanciones y accesorios respec-
tivos, ya que es prácticamente imposible el daño pro-
vocado a la sociedad (g. en construcción de escuelas, 
equipamiento de hospitales, etcétera).

Tratándose de delitos en contra de los regímenes del 
seguro social, en ocasiones el solo pago de cuotas 
obrero patronales no es suficiente para resarcir el daño 
provocado al IMSS, sino que es necesario que se cu-
bran los capitales constitutivos, lo cual se encuentra 
debidamente establecido en la LSS:

Artículo 88. El patrón es responsable de los daños 
y perjuicios que se causaren al asegurado, a sus fa-
miliares derechohabientes o al Instituto, cuando por 
incumplimiento de la obligación de inscribirlo o de 
avisar los salarios efectivos o los cambios de éstos, 
no pudieran otorgarse las prestaciones en especie y 
en dinero del seguro de enfermedades y maternidad, 
o bien cuando el subsidio a que tuvieran derecho se 
viera disminuido en su cuantía.

Pongamos el caso de trabajadores que no han sido afiliado 
al IMSS por su patrón, si alguno de ellos válidamente exi-
ge el IMSS el otorgamiento de una prestación como por 
ejemplo el servicio médico, demostrando el carácter de 
trabajador del sujeto obligado, en tal caso la LSS establece 
que el IMSS tendrá que cubrir la prestación (artículo 88, 
segundo párrafo, LSS) y cobrar al patrón, con carácter de 
capital constitutivo, el monto de las prestaciones otorga-
das (artículos 54, 77, 79 y 88, LSS).

En efecto, en materia de seguro social, la reparación 
de daño se llama capitales constitutivos, por lo que su 
pago tiene los siguientes efectos para el patrón:

> Lo libera no solo de su responsabilidad estable-
cida en la Ley Federal del Trabajo (LFT), sino del 
pago de las cuotas correspondientes que haya 
dejado de enterar (art. 78, LSS).

> Le permite deducir el monto del capital cons-
titutivo de las cuotas que se determinen a su 
cargo (último párrafos art. 88, LSS). 

Conclusiones
No obstante, el carácter fiscal de las cuotas que se de-
ben cubrir al IMSS, su omisión en el entero, no confi-
gura la comisión de un delito de defraudación fiscal 
establecido en el CFF, sino del delito de defraudación 
en contra de los regímenes del seguro social estableci-
do en la LSS.

Existen grandes diferencias en los elementos del tipo, 
especialmente, el bien jurídico tutelado; los sujetos 
activo y pasivo de los delitos; así como la reparación 
del daño. No obstante, existen elementos que le son 
comunes en ambos casos.

El delito de defraudación en contra de los regímenes 
del seguro social, cuyos elementos se encuentran tipi-
ficados en la LSS y no en el CFF, es diferente al delito 
de defraudación fiscal, por lo que las recientes refor-
mas relativas a prisión oficiosa, delincuencia organi-
zada, entre otras, no le resultan aplicables. 

Por lo anterior, en todo caso, el delito de defrauda-
ción a los regímenes de seguridad social se persigue 
en proceso separado en el que la autoridad ofendida 
es el IMSS. 
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¿Qué nos espera 
en 2020? 

Incertidumbre y 
oportunidades para las 

empresas

L.C.P. MAurICIo HurtAdo de MendozA 
Socio Director de PwC México 

mauricio.hurtado@pwc.com

Recientemente, PwC publicó la última edición de la en-
cuesta global “Global CEO Survey”,1 aplicada a directores 
generales o presidentes de empresas representativas,2 
encuesta que mide la percepción de los ejecutivos a es-
cala mundial sobre la economía para el año en curso, ex-

presando su confianza, retos y temores de cara a lo que podría 
suceder en los siguientes 12 meses. Lejos de sorprender, los resul-
tados actuales han disminuido la confianza de los CEO casi a la 
mitad de lo registrado en 2019, cuando 42% de los encuestados a 
escala global confiaba en la buena marcha de la economía mun-
dial. Hoy, este porcentaje alcanza solo 22%. 

A pesar de la sensible disminución del optimismo de los CEO en 
cuanto al crecimiento de la economía global, las oportunidades 
de desarrollo siguen existiendo; sin embargo, las organizaciones 
deben ajustar su estrategia a las nuevas reglas de juego.

Cabe hacer mención que el porcentaje de CEO que perciben 
una disminución en el crecimiento del Producto Interno 
Bruto (PIB) mundial se multiplicó en casi dos veces, para 
pasar de un discreto 5% en 2018 a 53% en 2019, cifra que re-
presenta el mayor porcentaje de pesimismo que se ha re-
gistrado en los 23 años en los que se ha llevado a cabo esta 
encuesta.

Por otro lado, no solo la confianza de la economía global 
se ha visto afectada, sino también las proyecciones para las 
propias empresas. En este sentido, 27% de los CEO a escala 
global tienen confianza en el crecimiento de sus organiza-
ciones durante los próximos 12 meses, frente a 35% registra-
do en 2019. 

La percepción de los CEO para 2020 es la más baja desde el 
2009, cuando los efectos de la crisis financiera global im-
pactaron las perspectivas en las empresas.

Principales amenazas para el crecimiento
Si bien se trata de una disminución considerable del opti-
mismo, cabe destacar que algunas de las dudas que preocu-
paban a los CEO entre septiembre y octubre de 2019 –fechas 
en las cuales se realizaron las entrevistas–, se han disipado. 
En concreto, el reporte hace referencia a tres factores que en 
forma preponderante generan la cautela en la comunidad 
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de negocios: la sobrerregulación, los conflictos comerciales y la incertidumbre econó-
mica; sin embargo, también es evidente la preocupación en aspectos como cibersegu-
ridad e incertidumbre política.

La sobrerregulación vuelve a colocarse en primer lugar del listado de amenazas al creci-
miento económico con un porcentaje similar. Sin embargo, hay dos amenazas que escalan 
más posiciones;3 asimismo, los ciberataques reportan un crecimiento de 10% en la percep-
ción de mayor riesgo ocupando la cuarta posición, por encima de la incertidumbre política. 

En este sentido, la encuesta de PwC revela que más de dos tercios de los encuestados 
cree que se introducirán nuevas leyes para regular el contenido de Internet y las re-
des sociales, así como tratar de romper el dominio de las tecnológicas, lo cual se une 
también a que más de la mitad de los CEO opinan que los gobiernos se enfocarán en 
obligar a las empresas a compensar a los individuos por los datos que utilizan.

La ciberseguridad y la privacidad de datos tienen una tendencia ascendente y puede es-
perarse que sigan avanzando en la lista de amenazas al crecimiento económico en los 
próximos años, especialmente por la incorporación de tecnologías emergentes en los ne-
gocios, como la IA, el Blockchain o el Internet de las Cosas (IoT, por sus siglas en inglés). 
Estas nuevas herramientas están para quedarse, lo que nos lleva a otro punto relevante: 
la necesidad de capacitar o re-entrenar a nuestra fuerza laboral para que adquiera las 
habilidades necesarias para realizar su trabajo. Según recoge la “Global CEO Survey 2020”, 
solo 18% de los CEO asegura haber hecho un “progreso significativo” en estos programas 
de formación. 

Más certidumbre, más oportunidades
A pesar de las cifras, no podemos hablar de estancamiento y, mucho menos, de cri-
sis, puesto que existe crecimiento agregado. Según lo previsto en la última edición 
del reporte “Perspectivas económicas mundiales” del Banco Mundial, este año el 

crecimiento mundial aumentará 2.5 %, lo que supone un ligero incremento con res-
pecto al 2.4 % registrado en 2019.4

Por ello, esta disminución en el optimismo en cuanto al crecimiento de la economía 
impactó también la percepción de crecimiento de la economía en México, ya que para 
este último caso la incertidumbre que se vivía cuando se levantó la encuesta (sep-
tiembre y octubre de 2019), se basaba en que todavía no se solucionaban dos acon-
tecimientos que marcaron buena parte de la agenda de negocios del último año en 
México: la ratificación del Tratado Comercial entre México, Estados Unidos y Canadá 
(T-MEC) y la guerra comercial entre el vecino del norte y China. 

En este sentido, es muy probable que, de repetir las preguntas, los hallazgos sean 
ahora completamente diferentes, puesto que ambos elementos han aportado mayor 
confianza y certeza, independientemente de que falte la ratificación del T-MEC por 
parte del parlamento canadiense, la cual se espera ocurra en marzo de este año; y que 
los resultados de la tregua de la primera etapa del acercamiento entre Estados Unidos 
y China se consolide. 

Ahora bien, aparte de que se confirmen los dos eventos señalados, es importante no per-
der de vista otros eventos que pueden tener incidencia en el comportamiento económico 
de México, como son, entre otros: la calificación crediticia de Pemex y su posible efecto 
en la percepción de la calificación de deuda soberana y la determinación del riesgo-país; 
el empleo; el consumo interno; el ejercicio del presupuesto de infraestructura y gasto 
público; el comportamiento de las monedas en moneda dura y el desempeño de econo-
mías consolidadas y emergentes en Asia, ya que siguen ganando terreno con respecto a 
las economías de prácticamente el resto del mundo. En este sentido, la encuesta aplicada 
a los CEO globales muestra que si bien México es atractivo para la inversión extranjera 
ocupando el lugar número 14 a escala mundial (ubicación muy similar al tamaño del PIB 
a nivel global), cayó cinco lugares con respecto a la misma encuesta del año anterior. 

En definitiva, a pesar de las perspectivas poco optimistas de los líderes de negocios, 
las oportunidades siguen y seguirán existiendo. Por lo tanto, es necesario que las em-
presas analicen sus oportunidades y adapten su estrategia a las nuevas reglas de juego 
para seguir siendo exitosos. 

1 El reporte completo se puede encontrar en el sitio: pwc.com/CEOsurvey
2 La encuesta se aplicó a 1,581 empresas en 83 países. De este universo 55% fueron empresas privadas y 45% empresas 

públicas. En la metodología empleada se incluyeron empresas de todos los tamaños ponderando las cifras en función 
del Producto Interno Bruto del país de origen de cada empresa. En la muestra se incluyeron 69 empresas mexicanas. 

3 Peldaños en la lista de las principales preocupaciones para el crecimiento económico son: la incertidumbre en el 
propio crecimiento económico y los conflictos comerciales.

4 En la gráfica se aprecia la correlación entre el cambio de nivel de confianza de los CEO y la proyección del crecimien-
to en el PIB global, basado en el cambio de nivel de confianza de los CEO.
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Principios reguladores 
en la ejecución 

del presupuesto en la 
administración 
pública federal

La ejecución presupuestaria es la etapa del ciclo 
presupuestario en la que los ejecutores de gasto 
ya pueden desempeñar sus funciones con cargo a 
los gastos autorizados en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación (PEF) y debe realizarse con 

base en los principios que la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) ha llamado de 
Responsabilidad Hacendaria; de hecho, existe un capí-
tulo denominado “Del Equilibrio Presupuestario y de 
los Principios de Responsabilidad Hacendaria” en esta 
ley para mantener finanzas públicas equilibradas.

La fracción XLVIII, del artículo 2 de la LFPRH, defi-
ne a la Responsabilidad Hacendaria, como “la obser-
vancia de los principios y las disposiciones de esta 
Ley, la Ley de Ingresos, el Presupuesto de Egresos y 
los ordenamientos jurídicos aplicables que procuren 
el equilibrio presupuestario, la disciplina fiscal y el 
cumplimiento de las metas aprobadas por el Congre-
so de la Unión”. En realidad, este principio es el que 
debe marcar la actuación de toda la administración 
pública federal, no solo en la ejecución del gasto, sino 
en todo el procedimiento presupuestario. Como parte 
de la Responsabilidad Hacendaria podemos encontrar 
dos principios básicos: el equilibrio presupuestario y 
la disciplina presupuestaria.

El principio de equilibrio presupuestario supone que el 
volumen del gasto público ha de quedar limitado a los 

ingresos que reciba el Estado. La ausencia de equilibrio 
en el presupuesto puede provocar el superávit, cuando 
los ingresos superan a los gastos; o déficit cuando su-
cede que los gastos son mayores a los ingresos.

La disciplina presupuestaria es otro principio inclui-
do dentro del genérico de Responsabilidad Hacen-
daria y la LFPRH también lo trata como un tema de 
especial relevancia en el capítulo denominado “De la 
Austeridad y de la Disciplina Presupuestaria”. Se tra-
ta, por lo tanto, de una directriz para los ejecutores 
de gasto para que ejerzan los recursos conforme a los 
montos, estructuras y plazos previamente fijados en 
los programas del PEF, con el fin de evitar dispendios 
innecesarios, desvíos de recursos o ampliaciones de 
gasto no programadas.

La Constitución Política, en su artículo 74, fracción IV, 
ordena que la Cámara de Diputados apruebe el PEF, 
una vez aprobadas las contribuciones que, a su juicio, 
deben decretarse para cubrirlo. De lo que se deduce 
que el Congreso de la Unión primero aprueba la Ley 
de Ingresos de la Federación y luego se lleva a cabo la 
autorización del PEF por la Cámara de Diputados.

El artículo 73, fracción VII, de la Constitución Polí-
tica, establece que el Congreso de la Unión es com-
petente “[…] Para imponer las contribuciones nece-
sarias a cubrir el Presupuesto…”, de lo cual se infiere 

que se establece el equilibrio presupuestario, ya que 
en la LIF se indican los recursos fiscales a recaudar 
hasta por una suma igual a la consignada en el PEF. 
La Constitución Política no faculta ni al Congreso ni 
a la Cámara de Diputados, para que mediante la LIF 
se obtengan recursos en cantidad superior o menor a 
los requeridos en el PEF, o que el PEF consigne mon-
tos mayores o menores a los establecidos en la LIF, 
derivando en presupuesto deficitario o superavitario.

El tercer párrafo del artículo 17 de la LFPRH cita lo 
siguiente:

Asimismo, el gasto neto total propuesto por el Ejecu-
tivo Federal en el proyecto de Presupuesto de Egresos, 
aquel que apruebe la Cámara de Diputados y el que se 
ejerza en el año fiscal, deberá contribuir al equilibrio 
presupuestario. Para efectos de este párrafo, se consi-
derará que el gasto neto contribuye a dicho equilibrio 
durante el ejercicio, cuando el balance presupuestario 
permita cumplir con el techo de endeudamiento apro-
bado en la Ley de Ingresos. 

Este artículo está correlacionado con el artículo 18 de 
la LFPRH, el cual dispone que “[…] A toda propuesta 
de aumento o creación de gasto del proyecto de Pre-
supuesto de Egresos, deberá agregarse la correspon-
diente iniciativa de ingreso distinta al financiamiento 
o compensarse con reducciones en otras previsiones 
de gasto”.

El PEF técnicamente no es una ley, sino un decreto, 
pues solo tiene que ser aprobado por la Cámara de 
Diputados. Por el lado del gasto, la cámara baja lleva a 
cabo primero una discusión general de la política pre-
supuestaria ante el pleno después de la entrega inicial 
del proyecto de presupuesto por parte del Ejecutivo 
(Paquete Económico). La comisión de presupuesto de-
bate el proyecto antes de enviar las secciones corres-
pondientes del mismo a las comisiones sectoriales res-
pectivas para sus comentarios.

Una vez que el presupuesto ha sido aprobado, cada 
Poder Federal, cada ejecutor de gasto incluido en el 
Decreto de Presupuesto Federal de Egresos, ejercerá 
el presupuesto que le fue autorizado.

Los principios que rigen o los requisitos que deben 
normar al presupuesto son los siguientes: 1) Univer-
salidad, 2) Unidad, 3) Especialidad, 4) Planificación, 5) 
Anualidad, 6) Previsión, 7) Periodicidad, 8) Claridad, 9) 
Publicidad, 10) Exactitud y 11) Exclusividad.

>  Universalidad. El PEF debe contener todos los 
gastos del poder público.

>  Unidad. Todo el PEF debe estar contenido en 
un solo documento.

>  Especialidad. El PEF debe detallar las partidas 
y no otorgarlas de manera general; por lo ante-
rior, es común recurrir a determinados con-
ceptos para especificar el destino de los gastos, 
como son: ramos, programas, subprogramas, 
partidas.

>  Planificación. Con base en los planes socioeco-
nómicos que se fijan a mediano plazo es posible 
que de manera recurrente en el PEF se señale 
la consecución de las metas fijadas en el Plan 
Nacional de Desarrollo (PND). Al respecto, el 
artículo 16 de la LFPRH establece: “La Ley de In-
gresos y el Presupuesto de Egresos se elaborarán 
con base en objetivos y parámetros cuantifica-
bles de política económica, acompañados de sus 
correspondientes indicadores del desempeño, 
los cuales, junto con los criterios generales de 
política económica y los objetivos, estrategias y 
metas anuales, en el caso de la Administración 
Pública Federal, deberán ser congruentes con el 
Plan Nacional de Desarrollo y los programas que 
derivan del mismo,…”.

>  Anualidad. El PEF tiene una vigencia anual, 
rige del 1º de enero al 31 de diciembre.

>  Previsión. El PEF debe estar aprobado, promul-
gado y publicado antes de su entrada en vigor, 
para evitar la inactividad de la administración 
pública federal.

>  Periodicidad. El PEF tiene vigencia por tiempo 
determinado, el periodo financiero de un año; 
para el siguiente año, será necesaria la expedi-
ción de un nuevo presupuesto.

>  Claridad. El PEF debe ser entendible y consulta-
do por los servidores públicos y administradores 
sin ninguna complicación.

>  Publicidad. El PEF habrá de publicarse en el 
Diario Oficial de la Federación, para que surta los 
efectos correspondientes.

>  Exactitud. Las cantidades previstas en el PEF 
corresponden a lo que el poder público necesitará 
para cumplir con sus atribuciones.

>  Exclusividad. Se refiere a que corresponde solo 
a la Cámara de Diputados la aprobación del PEF. 
Pero también tiene que ver con que en el presu-
puesto, exclusivamente se detallarán los gastos 
del Estado y no de ninguna otra índole.

La ejecución presupuestaria es la etapa del ciclo pre-
supuestario en la que los ejecutores de gasto ya pue-
den desempeñar sus funciones con cargo a los gastos 
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autorizados en el Presupuesto de Egresos. Esta etapa 
transcurre desde el 1° de enero hasta el 31 de diciembre 
del año en curso. No obstante, excepcionalmente exis-
ten gastos que se realizan con cargo al presupuesto del 
ejercicio entrante o gastos que se pagan en el ejercicio 
corriente y la obra o el servicio se realiza en el siguien-
te año fiscal. De aquí, que el principio de anualidad 
presente algunas excepciones como las apuntadas y 
no puede decirse que su cumplimiento deba ser estric-
to, ya que no sería lo óptimo.

Es posible que durante la ejecución presupuestaria en 
el ejercicio fiscal correspondiente, por diversas razo-
nes, se modifique el Presupuesto de Egresos aprobado 
por la Cámara de Diputados, a efecto de que el titular 
del Poder Ejecutivo pueda afrontar gastos imprevisi-
bles o ajustar los presupuestos de las dependencias y 
entidades de la administración pública federal para 
cumplir con sus objetivos y metas establecidas en el 
PND. A estas modificaciones, la ley les llama “ade-
cuaciones presupuestarias”, y sirven para acomodar 
o ceñir los gastos que se vayan realizando durante el 
ejercicio presupuestario (el proyecto de Presupuesto 
del Ejecutivo Federal presentado a la Cámara de Dipu-
tados, el aprobado por esta, el ejercido por la adminis-
tración pública federal y el fiscalizado por la Auditoría 
Superior de la Federación al revisar la cuenta pública).

Aunque, en términos generales, la Cámara de Diputa-
dos tiene la facultad de modificar el proyecto de pre-
supuesto como lo haría con otros decretos promulga-
dos por la legislatura, existen algunas limitaciones. En 
primer lugar, no puede cambiar la estructura progra-
mática que el Ejecutivo Federal somete al Congreso 
en junio. En segundo lugar, no puede negar el finan-
ciamiento de gastos que el Ejecutivo Federal está obli-
gado a hacer legal o constitucionalmente, tales como 
las transferencias federales o el gasto en fondos y pro-
gramas sociales. La Cámara de Diputados solo podrá 
aumentar el gasto si se identifican fuentes adicionales 
de financiamiento.

La LFPRH, en su artículo 61, ordena que los ejecutores 
de gasto deberán aplicar medidas de racionalización del 

gasto a las actividades administrativas y de apoyo, sin 
que con esta medida se afecte el cumplimiento de las 
metas de los programas aprobados por el PEF, por lo que 
los ahorros generados como resultado de la aplicación 
de dichas medidas deberán destinarse a los programas 
prioritarios del ejecutor de gasto que los genere.

Ahora bien, la regulación presupuestaria permite te-
ner un control y una disciplina férrea sobre el gasto 
público, pero no parece ser suficiente para alcanzar 
la disciplina presupuestaria a que aspira la LFPRH. 
Debemos tener mayor enfoque en la preparación, li-
derazgo, honradez y lealtad del servidor público eje-
cutor del gasto para evitar dispendios y desviaciones 
de los recursos públicos.

El impacto presupuestario más que ser un principio es 
un requisito sine qua non para la presentación de ini-
ciativas de leyes o decretos; la regla del impacto presu-
puestario puede considerarse como una herramienta 
más que busca mantener el equilibrio de las finanzas 
públicas. La presentación del dictamen de impacto 
presupuestario pretende evitar iniciativas de leyes o 
de decretos que presenten nuevos gastos sin contar 
con su financiamiento correspondiente.

Respecto al procedimiento para llevar a cabo la eva-
luación de impacto presupuestario, debe señalarse que 
será la SHCP, por medio de la Subsecretaría de Egresos, 
la encargada de emitir la resolución final sobre el im-
pacto presupuestario de un proyecto. Para tal efecto, 
las dependencias y entidades presentarán a la SHCP, 
por conducto de su unidad jurídica, la solicitud acom-
pañada del proyecto y de la evaluación de impacto pre-
supuestario respectiva.

Finalmente, considero que la eficiencia del proceso 
presupuestario ha mejorado con el fortalecimiento 
del papel coordinador de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público con el Poder Legislativo. Esta centra-
lización ha contribuido a hacer cumplir con la Res-
ponsabilidad Hacendaria y tener un equilibrio presu-
puestario y disciplina presupuestaria necesaria para 
mantener finanzas públicas equilibradas. 
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Durante los primeros cinco años de vida de un 
negocio, 65% de las empresas muere. El estu-
dio Las principales causas de fracaso de los nego-
cios en México destaca que 40% de las razones 
del fracaso de un negocio se encuentran re-

lacionadas con las finanzas; los principales problemas 
son la falta de ingresos suficientes, exceso de gastos 
operativos y mala administración del dinero.1

El flujo de efectivo consiste en los movimientos de efec-
tivo que suceden dentro de un negocio, es decir, las en-
tradas y salidas. Este se puede dividir en tres diferentes 
categorías: operativo, inversión y financiamiento. 

El primero se encuentra relacionado con las activida-
des primarias, el segundo se refiere a la compra o dis-
posición de activos que generan ingresos y, el último, 
comprende la manera en que la compañía logra obtener 
efectivo para enfrentar sus necesidades. El de mayor 
importancia de los tres es el operativo, por lo cual se 
le dará un enfoque más extenso a lo largo del artículo.

El dinero que genera una empresa, por medio de la ope-
ración, es decir, su actividad primordial, es el flujo de 
efectivo operativo, el cual se encuentra dividido en en-
tradas y salidas de efectivo. Las entradas se integran por 
los ingresos provenientes de los clientes mediante las 
ventas realizadas y las cuentas por cobrar generadas de 
estas. A su vez, las salidas de efectivo se componen de la 
compra de inventarios y pagos a proveedores.

El flujo operativo es de suma importancia dentro de una 
empresa, debido a que todo negocio necesita dinero para 
seguir operando. La falta de liquidez suele ser uno de los 
problemas más grandes de las pequeñas y medianas em-
presas, ya que trae varias consecuencias negativas. Un 
buen manejo del efectivo es necesario, pues existe una 
falta de sincronización entre las entradas y salidas de di-
nero, por lo que no tomar en cuenta el flujo operativo 
puede ocasionar que se tomen decisiones no informadas.

A lo largo del artículo se abordarán los temas relacio-
nados con los objetivos de la optimización de flujo de 
efectivo, el ciclo de efectivo operacional, otras mane-
ras de optimizar el flujo y la realización de un presu-
puesto de flujos de efectivo.

Objetivos de la optimización y administración 
del flujo de efectivo
El objetivo principal de administrar el flujo de efectivo 
se encuentra en identificar y controlar los flujos de la 
operación de la empresa con la finalidad de optimi-
zar el uso del dinero y maximizar las utilidades de la 
empresa. Esto se puede realizar al momento de cobrar 
rápidamente a los clientes y pagar las cuentas, aprove-
chando el máximo plazo posible y cuidando la relación 
con los proveedores. Asimismo, utilizar este mecanis-
mo permite a los administradores tomar decisiones 
informadas para anticiparse a futuros problemas que 
podrían surgir y minimizar su impacto, e identificar 
posibles áreas de oportunidad.

Ciclo de efectivo operacional
Dentro del flujo de efectivo operacional se encuentran 
tres pilares o componentes esenciales que conforman el 
ciclo de efectivo operacional: cuentas por cobrar, cuen-
tas por pagar e inventarios. A estas tres áreas se les debe 
prestar la mayor atención, debido a que son las entra-
das y salidas de la operación que se pueden controlar. 
Es importante recordar que las entradas de efectivo 
raramente suelen ocurrir al mismo tiempo que las 
salidas, por lo que suele ocurrir una brecha de su flu-
jo de efectivo. Un ciclo de efectivo operativo menor 
ocasiona que se necesite un menor capital de trabajo 
y resulte en mayor flujo de efectivo. La recomenda-
ción principal consiste en minimizar las cuentas por 
cobrar e inventarios, así como maximizar las cuentas 
por pagar.

Las cuentas por cobrar toman un papel fundamental 
en acelerar las entradas, dado que entre más rápido se 
logre cobrar, más liquidez tendrá la empresa. Por esto, 
siempre se debe tratar de asegurar el cobro rápido de 
las cuentas. En caso de que exista un problema de flujo 
de efectivo en corto plazo, se puede utilizar el recurso de 
factoraje financiero, el cual consiste en vender las cuen-
tas por cobrar o facturas pendientes a una entidad fi-
nanciera a descuento para obtener liquidez, y de esta 
forma recibir efectivo más rápidamente. 

Por otro lado, el inventario suele ser la cuenta en la que 
el dinero se encuentra estancado sin moverse, debido 
a que este no se convierte en efectivo, sino hasta que 
se realice la venta. Por lo anterior, para optimizar los 
recursos se recomienda cuidar el nivel de inventario y 
contar con las existencias necesarias con la finalidad 
de tener un mejor uso del efectivo y la posibilidad de 
aprovechar oportunidades, por ejemplo, descuentos por 
pronto pago e inversión en activos líquidos.

Por otra parte, las cuentas por pagar representan las 
salidas de efectivo a los proveedores y acreedores, y se 
debe tratar de pagar en el mayor plazo posible, procu-
rando no afectar a los proveedores. La razón por la que 
se debe hacer esto consiste en ver este pasivo como un 
préstamo para financiar la operación y este no tiene 
interés, ante esto se debe aprovechar al máximo. Asi-
mismo, se pueden utilizar los descuentos para pagar a 
los proveedores antes de cierta fecha, dependiendo de 
la situación.

Otras maneras de optimizar el flujo operativo
Si bien el ciclo de efectivo operativo suele ser la ma-
nera más importante para optimizar y administrar el 
flujo operativo, también es necesario considerar las di-
versas áreas de la empresa en la cual se puede optimi-
zar el uso del dinero.

El Departamento de Ventas debe tratar de maximizar 
este concepto, por medio de clientes de calidad que 
cuenten con la capacidad de pagar en tiempo y forma. 
Además, debe realizar pronósticos de venta, pues estos 
permiten a la empresa pedir los materiales necesarios 
y no tener que incurrir en excesos o faltantes.

En la producción se debe trabajar de manera óptima y 
eficiente para reducir costos sin que esto afecte a la ca-
lidad del producto. Además, se debe tratar de disminuir 
o mantener el inventario de producto en proceso para 
maximizar las órdenes de clientes en la producción.

La administración de la empresa, igualmente, debe 
trabajar de manera eficiente y tomar decisiones bue-
nas e informadas con respecto a la inversión en acti-
vos. Asimismo, el Departamento de Cobranza deberá 
tratar de convertir las cuentas por cobrar en dinero de 

la manera más rápida posible para que resulte en un 
exceso de dinero y no en una falta de este.

Presupuesto de flujos de efectivo
Una herramienta útil para la administración consiste 
en realizar un presupuesto o proyección de los flujos 
de efectivo. Sin embargo, esta herramienta no suele 
ser utilizada, debido a que muchas pequeñas y media-
nas empresas no conocen cuáles serán sus ventas, lo 
que representa un problema grave dentro del manejo 
del efectivo, pues si no se conocen estos datos, no se 
podrá prevenir con anticipación y se tomarán decisio-
nes cuando ya es muy tarde.

El presupuesto de flujos de efectivo consiste, básica-
mente, en proyectar las entradas y salidas de flujo de 
efectivo sobre un plazo específico. Esto permite un ma-
nejo acertado de los recursos, pues uno puede tomar de-
cisiones informadas con base en brechas que pudieran 
existir. Esto le permitirá a la empresa tomar las accio-
nes necesarias para asegurarse que la brecha entre en-
tradas y salidas sea lo más pequeña posible para evitar 
posibles endeudamientos por mal manejo del dinero.

Conclusión
El flujo operativo suele ser uno de los problemas de las 
pequeñas y medianas empresas, y es una de las prin-
cipales razones por la cual terminan desapareciendo 
debido a un mal manejo del efectivo, lo cual les impo-
sibilita continuar. Ante esta situación es importante 
identificar y controlar los diversos flujos operativos de 
la empresa para sacarle el mayor provecho y optimi-
zar su uso. Esto se puede lograr por medio de un buen 
manejo del ciclo de efectivo operacional recordando 
que es importante minimizar las cuentas por cobrar e 
inventarios y maximizar las cuentas por pagar.

Si bien a lo largo del artículo se informó sobre las dife-
rentes maneras de optimizar el flujo operativo, es impor-
tante enfatizar que se puede mejorar el flujo de efectivo 
de inversión y financiamiento. Por último, es recomen-
dable enterarse de estos aspectos, puesto que un buen 
manejo del flujo de efectivo genera muchos beneficios y 
crecimiento estable para la empresa. 
1 INEGI (2014). Esperanza de vida de los negocios a nivel nacional y por entidad 

federativa. Disponible en <http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/
investigacion/Experimentales/Esperanza/doc/evn_ent_fed.pdf>.
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Introducción
Con frecuencia se exponen, en los medios de comunicación, asuntos re-
lacionados con personas involucradas en actos ilícitos, que pretenden, a 
corto o largo plazo, introducir dinero proveniente de hechos ilegales en el 
sistema financiero mexicano; por ello, el gobierno federal, ha implementa-
do un marco regulatorio basado en de las recomendaciones del Grupo de 
Acción Financiera Internacional (GAFI), creado a finales de la década de 
1990, el cual señala que el apoyo se centre en descubrir y realizar los pro-
cedimientos legales para incautar los bienes de las personas relacionadas 
con los actos delictivos.

Desarrollo
Durante los años en que ha estado vigente la Ley Federal para la Preven-
ción e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita 
(LFPIORPI), mejor conocida como Ley Antilavado en México y que emana 
de las disposiciones del artículo 400-Bis del Código Penal Federal (CPF), se 
ha dado cumplimiento a las disposiciones de esta ley, que no es una ley fis-
cal, sino meramente administrativa, y que tampoco tiene un fin recaudato-
rio, sino de persecución. Por lo anterior, es de vital importancia conocerla y 
aplicarla para no allegarse una sanción cuantificable, en la que solo el Ser-
vicio de Administración Tributaria (SAT) tiene la facultad para imponer las 
sanciones; asimismo, se destaca la idea de que aquellos sujetos situados en 
el contexto de alguna de las fracciones del artículo 17 de la LFPIORPI, que 
refieren las actividades y profesiones no financieras designadas para efectos 
de la citada ley, las cuales se clasifican en actividades vulnerables, y que la 
autoridad podría presumir que están sujetas o involucradas en la obtención 
de recursos provenientes de operaciones delictivas, así como de pretender 
ocultar o manipular el origen de los recursos, y para descartar que no estén 
involucrados en actos delictivos. 

Por eso es que la autoridad administrativa obliga al 
sujeto a establecer medidas por medio de un control 
interno, que no se específica en dicha ley, pero se da 
por entendido que debe ser robusto y que el obligado 
debe desarrollar e implementar, con el fin de permitir-
le, al final del camino, identificar quién es o quién será 
el beneficiario controlador por la adquisición de un 
bien mueble o inmueble, servicio o disfrute del otor-
gamiento del uso o goce de un bien para integrar un 
expediente de identificación.

Ahora bien, ¿por qué a las actividades vulnerables se les 
designa con este nombre? y ¿por qué el lavado de dinero 
o las personas que pretenden lavar dinero, realizan opera-
ciones de esta índole, donde fácilmente podrían utilizar 
los recursos que han obtenido por la práctica de activida-
des ilícitas, y hacer uso o recibir por un lapso el disfrute 
de bienes muebles o inmuebles?

El lavado de dinero consiste en ocultar la fuente ilegal 
del producto de actividades delictivas con la expectativa 
de utilizarlo para realizar actividades legales e ilegales.

Para esto, es necesario definir los procedimientos, re-
glas o técnicas de control interno que se adapten a las 
operaciones que realiza el sujeto obligado, para conocer 
e integrar el expediente y que sea útil desde un inicio. 
Es importante saber quién lleva a cabo la transacción, 
y si existe o no el supuesto que configure la identifica-
ción del cliente o beneficiario controlador o, en casos 
específicos, presentar un aviso correspondiente donde 
el obligado tome en cuenta que el principal objetivo de 
la autoridad, y que se señala en la misma ley, es prote-
ger el sistema financiero y la economía nacional; asi-
mismo, perseguir con información y evidencia veraz, 
proporcionada por los obligados para revisar, por con-
ducto de sus facultades, a quien pretenda realizar una 
operación y hacer uso de los bienes o servicios que ha 
adquirido con dinero de operaciones delictivas.

No existe un parámetro específico que exponga la au-
toridad sobre las medidas de control interno que el 
sujeto deba seguir para adquirir información; sin em-
bargo, ya que en la mayor parte de las actividades vul-
nerables la información que se debe adquirir es similar, 
es recomendable que existan detalles de los controles 
administrativos y, de ser posible, que sean estrictos para 
proteger las operaciones y no caer en algún supuesto 
que permita estar involucrado en el ocultamiento de 
actos ilícitos, y que a su vez, se contraiga una multa 
cuantiosa o, en casos extremos, una pena de prisión.

Tener seguimiento y retroalimentación sobre las me-
didas de control interno establecidas, clasificando si 
son las adecuadas, si proveen datos y evidencias impor-
tantes, o en su caso si ayudan a cuestionar y conocer al 
cliente o beneficiario controlador, si están siendo apli-
cadas de manera adecuada, o es necesario un cambio a 

las políticas con respecto a las actividades vulnerables 
y así prevenir que se infiltren recursos de procedencia 
ilícita a los recursos lícitos de los sujetos obligados.

Ahora bien, es importante mencionar que, en el lava-
do de dinero para la obtención de recursos, participan 
personas que no son profesionistas, ya que buscan 
lucrar con actividades delictivas, pero ya en el proce-
so de colación de este dinero en el sistema financiero 
mexicano, participan personas que tienen el conoci-
miento necesario para encubrir el origen de los recur-
sos, como pueden ser los Contadores y abogados, entre 
muchos otros profesionistas. Es por eso por lo que, al 
hacer referencia al lavado de dinero, se debe mencio-
nar el Código de Ética del Contador, en el que se esta-
blecen las normas éticas mínimas que deben cumplir 
con base en la responsabilidad de servir siempre al in-
terés público.

Dentro de los primeros párrafos se hace una importan-
te aclaración en el Código de Ética, pues en el artículo 
100.4, se especifica que el uso de la palabra deberá impo-
ner al Contador la obligación de cumplir dicha norma, 
siguiendo este análisis, en el Código se hace mención 
del artículo 100.5, estableciendo que el Contador cum-
plirá los principios fundamentales establecidos, y aquí 
no hay opción de que el Contador elija si quiere hacerlo. 
En estos principios encontramos:

> Integridad. Esta le permite al Contador ser 
leal, veraz y honrado en la realización de sus 
actividades.

>  Cuando se hace referencia a la objetividad, se 
dice que el Contador debe evitar cualquier pre-
juicio que afecte su juicio profesional.

>  Diligencia y competencia profesional al 
mantener las habilidades y los conocimientos 
en el nivel necesario que asegure que el cliente 
recibe un servicio competente; es decir, que 
ante el tema de la prevención y el lavado de di-
nero, el Contador debe estar a la vanguardia de 
las nuevas disposiciones establecidas en la ley, 
así como de los mecanismos que debe optimi-
zar en cada uno de sus clientes.

>  Confidencialidad. El Contador no revelará a 
terceros la información derivada de la relación 
profesional que tiene con sus clientes a excep-
ción de que exista una obligación legal o profe-
sional de hacerlo.

>  Todos los principios son importantes y rele-
vantes. En este último se establece, de forma 
clara, que el Contador tiene un comportamiento 
profesional al cumplir con las leyes y las regula-
ciones relevantes evitando cualquier acción que 
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desacredite su profesión, pues al dar pie a este principio se tiene la 
obligación de llevar a cabo las disposiciones en materia de preven-
ción y lavado de dinero.

Por último, pero no menos importante, cabe mencionar que en la pres-
tación de los servicios profesionales el Contador puede estar en situacio-
nes que amenacen el cumplimiento de los principios fundamentales; es 
por eso por lo que el Código prevé estas amenazas y las clasifica, pues el 
Contador debe tener la capacidad de identificarlas para evaluar el riesgo 
de las mismas y aplicar una salvaguarda, de ser necesario, la cual elimi-
nará estas amenazas o las reducirá a un nivel aceptable, y si esta amena-
za rebasa lo establecido en el Código de Ética del Contador o no exista 
salvaguarda que reduzca o elimine dicha amenaza, el Contador deberá 
declinar de sus servicios.

Conclusión
>  El control interno para el cumplimiento de las obligaciones en 

materia de la ley antilavado es esencial para no ser acreedor a mul-
tas cuantiosas, ya que está situado en alguno de los supuestos del 
artículo 17 de dicha ley.

>  Por tratarse de un delito penal establecido en el CPF, que trata 
sobre el cumplimiento de dicha ley al tratar de ocultar los recur-
sos de procedencia ilícita, es de valuar si existe una amenaza que 
atente a una pena mayor dentro de los límites legales que permite 
la ley antilavado, es decir, una sanción que vaya más allá de la 
administrativa.

>  Considerar el empleo de nuevas medidas de control interno que 
ayuden a saber del beneficiario controlador, para que, con informa-
ción veraz, se persiga a las personas que intenten lavar dinero.

>  Es de suma importancia rescatar que el Contador Público no olvide 
cumplir con las normas plasmadas en el Código de Ética Profesio-
nal, el cual rige los principios fundamentales de su actuar. Una 
vez que el Contador los aplique, desarrollará de manera eficiente y 
honrada su labor profesional.

>  Si bien en este código se encuentran plasmadas sus obligaciones, 
también funge como un medio de ayuda, ya que prevé ciertas sal-
vaguardas para conservar sus principios fundamentales. Por ello, 
es relevante que el Contador, con base a su juicio profesional, pueda 
identificar y analizar las amenazas que se le presentan, e incluso 
llegar a declinar el servicio. 
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Contaduría Pública 
Licenciatura relevante de este sexenio
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Business School Monterrey del Tecnológico de Monterrey y en 

el Instituto de Especialización para Ejecutivos 
nellygarza@tec.mx

La profesión contable en México, según el Instituto Mexicano de Contadores Públicos 
(IMCP), surgió el 25 de mayo de 1907, es decir, tiene más de 100 años. Durante los últimos 
años se ha tenido una gran cantidad de modificaciones fiscales, lo cual ha hecho que la 
figura del Contador adapte su actuar para seguir siendo pieza clave en la toma de deci-
siones de las organizaciones.

¿Por qué considero que la licenciatura en Contaduría Pública será relevante en este se-
xenio? En el poco tiempo que el actual gobierno ha estado dirigiendo la política fiscal 
se han tenido reformas fiscales trascendentes; a pesar de no haberse incluido nuevos 
impuestos, sí se han realizado cambios en las disposiciones fiscales, en algunos casos, 
con la intención de alinear a México con la iniciativa BEPS (Base Erosion and Profit Shif-
ting) de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), y en 
otros casos, para inhibir la emisión o adquisición de comprobantes fiscales que amparan 
operaciones simuladas. Para estos objetivos, así como en otros, la licenciatura en Con-
taduría Pública y, especialmente, la figura del asesor fiscal, cobran relevancia, porque las 
decisiones que se implementen en las organizaciones deberán efectuarse después de 
realizar un análisis “multidisciplinario” de todas las leyes fiscales y revisar a detalle los 
lineamientos para que no se no cometan infracciones fiscales o penales.

El Modelo Tec21, que implementó el Tecnológico de Monterrey, muestra la evolución de 
la licenciatura en Contaduría Pública, porque mediante este modelo los alumnos expe-
rimentarán directamente el impacto en los cambios fiscales que se hagan en las organi-
zaciones participantes. Asimismo, como profesores tendremos el reto de desarrollar las 
habilidades de análisis en los alumnos de Contaduría Pública, para que la toma de deci-
siones que realicen sea con el debido cumplimiento de todas las disposiciones fiscales y 
no se cometan infracciones en este sentido.

Es importante destacar que, a pesar de que algunos procesos contables y fiscales se han 
simplificado para los contribuyentes, eso no implica que la figura del Contador pase a 
ser no indispensable, puesto que la terminología, el análisis multidisciplinario que ahora 
se requiere de las leyes, la hermenéutica fiscal, entre otros, son conocimientos que se 
aprenden en la licenciatura y se perfeccionan con la experiencia laboral.

A manera de conclusión, pese a que la tecnología ha permitido simplificar ciertos proce-
dimientos contables y fiscales, el rol del Contador es y seguirá siendo pieza fundamental 
para las organizaciones e individuos. Es necesario que, cada uno de los que ejercemos 
esta profesión, adaptemos nuestro actuar y nos sigamos capacitando para hacer frente 
a los retos fiscales que demande la autoridad hacendaria, protegiendo dentro del marco 
legal, los intereses de las organizaciones que confían en nuestros servicios. 

Curaduría y creación de valor
C.P. y Mtra. laura OlivO ayala 

Tecnológico de Monterrey, Campus Estado de México 
lolivo@tec.mx

Todos hemos vivido el exceso de opciones que tenemos en 
el mundo actual. En cualquiera búsqueda de Internet nos 
encontramos con millones de respuestas posibles, muchas 
de las cuales no nos llevan a ningún lado. La capacidad de 
discernir entre información útil de la que no lo es, se ha vuel-
to fundamental.

De acuerdo con el libro de Michael Bhaskar, Curaduría. El poder 
de la selección en un mundo de excesos, “se calcula que el mun-
do de hoy produce más de 2.5 billones de bytes de información 
– es decir, 2 500 000 000 000 – cada día. En los últimos dos años, 
la humanidad ha producido más información que en el resto de 
la historia humana”. (Bhaskar, 2017)

Este exceso no existe solamente en el ámbito de la informa-
ción electrónica. Hasta hace muy pocas décadas, en México 
y en otros países de Latinoamérica, el proteccionismo comer-
cial limitó las opciones de los consumidores a productos na-
cionales, cuya calidad y cantidad estaba en manos de pocos 
proveedores.

A partir de la incorporación de México al GATT (Acuerdo General 
sobre Aranceles Aduaneros y Comercio), y en la actualidad con 
el acceso instantáneo a mercados globales, las opciones de con-
sumo se han multiplicado. Bhaskar menciona como ejemplo una 
investigación que llevaron a cabo Sheena Iyengar y Mark Lepper, 
en la cual se cuestionaron la verdad irrefutable del largo auge, 
donde se suponía que entre mayor fuese el número de opciones, 
mayor sería la satisfacción del consumidor.

El estudio se basó en un experimento que consistía en instalar 
dos mesas en la entrada de una tienda de autoservicio, para 
demostrar que contar con más opciones podría ser “desmoti-
vador”. En una mesa pusieron seis opciones diferentes de mer-
melada y en la otra mesa había 24. A pesar de que más perso-
nas se acercaron a la mesa de 24 opciones, solo 3% terminó 
comprando alguna, mientras que de los que se acercaron a la 
mesa con seis opciones, 30% realizó una compra. Este tipo de 
experimentos se han hecho con todo tipo de bienes y siempre 
se llega a la misma conclusión: “la oferta de mayores opciones, 
si bien es inicialmente más atractiva para quienes eligen, puede 
en realidad socavar la subsecuente satisfacción y motivación 
de quien elige”. (Bhaskar, 2017)

En términos de información, se ha acuñado un nombre que des-
cribe la saturación y parálisis provocada por el exceso de informa-
ción: “infoxicación”. (Cornella, 2010)

Hasta hace unos años el acceso a la información era una nece-
sidad apremiante; ahora, el valor reside en poder seleccionar la 
información útil de entre un mar de pulsaciones sin significado, 
correos electrónicos basura e imágenes y videos sin valor.

El Contador, como profesional encargado del manejo de informa-
ción financiera en la empresa, se convierte, entonces, en un valor 
fundamental para la organización, ya que se torna en un “experto 
en la selección de información útil”. 

Las grandes ventajas que nos han otorgado los sistemas de 
información para la obtención de datos abren la posibilidad de 
analizar infinidad de relaciones entre las variables contables y 
financieras, con el fin de explorar mucho más allá de lo que nor-
malmente se podía hacer hasta hace relativamente poco tiempo.

Este nuevo paradigma tiene que ser incorporado en nuestro hori-
zonte como profesionales, ya que dejamos de ser “hacedores de 
reportes” para transformarnos en “curadores” con la habilidad y 
experiencia necesarias para detectar y discriminar, dentro de un 
mar interminable de relaciones de datos, aquellos que pueden 
hacer la diferencia entre una decisión mediana y una decisión 
magistral y disruptiva que genere ventajas competitivas determi-
nantes para el éxito de la organización.

La información brinda resultados cuando es utilizada adecua-
damente, cuando responde a los objetivos planeados y cuando 
la organización sabe utilizarla para generar valor. La información 
no tiene valor per se, sino que tiene un valor de uso. La misma 
información puede no dar ningún resultado en una organización 
mientras que en otra genera importantes resultados. La diferen-
cia está en que en una se sabe cómo utilizarla para generar valor, 
mientras que en la otra no. Es en este punto donde el rol del Con-
tador como profesionista experto tiene que hacer la diferencia. 
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Reflexiones en torno al interés público 
Idea omnipresente en el ejercicio de una profesión

Mtra. María De lOurDes DOMíNGuez MOráN 
Vicepresidenta de Planeación y Prospectiva 2018-2020 de la AMDAD 
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Nuestra carrera profesional inicia formalmente en una ceremonia 
protocolaria en la que, una vez cubiertos los requisitos curriculares 
que respalden la capacidad académica, protestamos que en los 
actos que emanen del ejercicio de nuestra profesión mirarán hacia 
el interés general de la sociedad. Si bien existen sutiles variantes en 
el texto específico del juramento durante esa ceremonia, que mar-
ca la transición de un egresado hacia la vida profesional, se enfati-
zan términos con profundo significado, entre ellos, el compromiso 
de resguardar el interés público sobre el privado. 

En este contexto, el presente artículo trae a la luz aspectos nor-
mativos gremiales y filosóficos que se vinculan al ejercicio de 
la Contaduría Pública en general, y a la auditoría en particular, 
con la noción del interés público, para incentivar una reflexión 
renovada de las implicaciones que dicho concepto debe tener en 
nuestro actuar profesional. 

Las profesiones comparten un compromiso social y, tanto los gre-
mios como los profesionistas en lo individual, deben honrar ante-
poner el bien y velar por el interés público. Esto tiene un origen 
lógico al concebir a la sociedad como ente supremo que, al enfren-
tar la necesidad de atender necesidades colectivas, confiere a los 
individuos que han obtenido conocimientos especializados, utili-
zarlos en beneficio de la sociedad. Se acepta que es también una 
forma de ganarse la vida y un espacio de actuación en el que, se 
da por entendido, los profesionistas obtendrán válidamente bene-
ficios particulares siempre que no contravengan al interés general.1

Deontología de la profesión: el interés público 
sobre el interés particular
El deber y la tradición de autorregulación, y las disposiciones le-
gales que específicamente establecen obligaciones claras para 
quienes ejercemos la Contaduría y asumir que la actuación de 
un profesional de la Contaduría Pública tiene repercusiones más 
allá de la persona quien contrata sus servicios. Es en este terre-
no que debemos reflexionar y partir de que somos privilegiados 
de contar con una licencia por parte del Estado para ejercer la 
Contaduría Pública y que, en retribución, en nuestra práctica pro-
fesional se deberá privilegiar el interés público sobre el interés 
particular. Tengamos en mira que la profesión nació para atender 
a la sociedad y a ella es a quien debe responder. Acertadamente, 
Trueblood, citado por Mautz, señalaba que “el público es el único 
cliente del contador”.2

El término “interés público” tiene una constante presencia en la 
normatividad profesional, ya sea como parte de la misión de la 
Federación Internacional de Contadores (IFAC, por sus siglas en 
inglés), como argumento en diferentes normativas profesionales 
o como parámetro de contraste que permite guiar las decisiones 
–y conductas– dentro de un marco del bien actuar profesional. 

Evitar acotar un término da cabida a la interpretación que, por 
consecuencia, abre la posibilidad de plantear diferentes con-
cepciones y alcances, algunas de ellas alejadas entre sí mismas. 
Y este es un riesgo evidente. En estudios previos se desveló la 
interpretación con diferente alcance que proporcionaban los 
Contadores y la concebida por representantes de la sociedad3 
con el hallazgo de que los miembros del gremio tenían una idea 
más acotada de las implicaciones del interés público, de forma 
tal que sus respuestas ante un dilema de actuación atendieron, 
predominantemente, los intereses de sus empleadores, clientes 
y los suyos mismos, lo cual lleva a retomar que no está de más 
hacer esfuerzos por evitar las nociones distantes o, en el peor de 
los casos, contrapuestas, de los axiomas profesionales.

La reciente emisión del Manual del Código Internacional de Ética 
(IFAC, 2018) incluye 87 veces el término “interés público”, pero no 
lo define, con lo que el profesional que busque una orientación al 
respecto deberá realizar una indagación más profunda que nos 
remite a un documento emitido en 2012, denominado Posición 
de Política de la IFAC No. 5, que incluye un acercamiento a la de-
finición de interés público solo para efectos prácticos como “[…] 
Los beneficios netos obtenidos y el rigor en los procedimientos 
en nombre de toda la sociedad, en relación con cualquier acción, 
decisión o política”.4

Es decir, el interés público como idea general, implica privilegiar a 
la mayor parte de la sociedad. En torno al análisis de significados, 
en el mismo documento establece que (i) “el público” tiene un 
alcance lo más amplio posible de la sociedad, y (ii) que “sus inte-
reses” incluyen los derechos, el acceso al gobierno, las libertades 
económicas y el poder político.

Figura 1. Polos de intereses

Fuente: Elaboración propia con base en Davenport & Dellaportas (2009) e IFAC (2012).

A pesar de la existencia de dicha posición oficial de la IFAC, es 
definitivo que no existe una única interpretación que goce de 
consenso social sobre el alcance y significado del interés público. 
De hecho, en el ámbito del Derecho se considera un concepto 
jurídico indeterminado.5

Figura 2. Ejemplos del público

Fuente: elaboración propia con base en la IFAC (2012).

Figura 3. Instancias involucradas en la definición del interés 
público desde la Contaduría

En este escenario la organización gremial, con procesos estrictos 
de admisión, seguimiento, establecimiento de normativas y, sobre 
todo, integración de un cuerpo de disposiciones que regulen el 
ejercicio de la Contaduría, incide decididamente en fortalecer los 
elementos que permitan mirar hacia ese interés general: el interés 
público. En este sentido, la construcción de bases normativas pro-
fesionales que cumplan con la premisa de ser válidamente socia-
lizada,6 con representantes de un amplio espectro del público, es 
una práctica que permite acercarnos al estatus ideal.

Si dentro de la variedad de servicios que puede proporcionar el 
Contador, nos enfocamos en el ejercicio profesional de la auditoría, 

podemos identificar claramente que la noción de público incluye a 
todos los interesados en el informe del auditor. Asimismo, es me-
diante la aplicación de normativas técnicas y de ética específicas 
que se corresponde a la confianza del público y, a la vez, se pro-
tegen sus intereses. En específico, con la reciente modificación al 
Código de Ética Internacional y la inclusión, de forma destacada, 
de los estándares de independencia,7 se muestra fácticamente la 
trascendencia del resguardo al interés público en la auditoría. Y así 
podemos extrapolar este compromiso en otras áreas de actuación 
profesional, sea en el ámbito público o privado.

Entonces, ¿qué es de interés para el público? Podemos encontrar 
elementos en común en distintos autores: contar con profesio-
nales íntegros, con sólida formación técnica, conscientes de su 
compromiso social.

¿Cómo actuar en favor del interés público? Con el seguimiento y cons-
tante evaluación de la normatividad profesional (debido proceso), el 
estricto apego al compromiso con el actuar en un marco de altos valo-
res (ética profesional y personal), con trasparencia y correcta rendición 
de cuentas públicas, atendiendo la máxima de independencia (real y 
de apariencia) y con la apertura a escuchar y atender las inquietudes 
que provienen de los diferentes grupos de la sociedad.  

Más que para definir, este artículo señala la necesidad de que en 
el ejercicio profesional seamos conscientes de nuestra responsa-
bilidad ante el público y que, consecuente y coherentemente, to-
memos distancia de nuestros intereses particulares y actuemos 
honrando el compromiso que asumimos ante la sociedad.8

Dicho todo lo anterior, tras un ejercicio de reflexión que, confío se 
detone por alguno de los puntos aquí expuestos, llamo a repen-
sar y reasumir con renovada voluntad el compromiso, sin fecha de 
caducidad, que asumimos en la ceremonia de toma de protesta y 
actuemos en favor del interés público para que sea la misma socie-
dad la que siga favoreciendo con su confianza a un gremio de tan 
elevados valores como el de los profesionales de la Contaduría. 

1 Idea homologable al interés público. Al respecto, véase López, N. (2010). “Del interés 
público: entre la ideología y el derecho. Anales de la cátedra de Francisco Suárez”, 123-148.

2 Mautz, R. K. (1961). Toward a Philosophy of Auditing. Illinois.
3 Davenport, L., & Dellaportas, S. (2009). “Interpreting the Public Interest: A Survey of 

Professional Accountants”. Australian Accounting Review, 11-23.
4 International Federation of Accountants (2012, junio). “Appendices”. En IFAC Policy Position 

5: A Definition of the Public Interest. IFAC. Disponible en:  <https://www.ifac.org/system/files/
publications/files/PPP%205%20appendices.pdf>. Consultado el 10 de enero de 2019.

5 López, N., op. cit.
6 Implica contar con representantes de los grupos de interés de la sociedad, abrir un 

canal de comunicación bidireccional de la comunicación y toma de parecer de las 
partes involucradas en un sentido constructivo.

7 International Federation of Accountants (2018). Handbook of the International Code 
of Ethics for the Professional Accountants (Including International Independence 
Standards). NY: International Federation of Accountants.

8 López, N., op. cit.
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En cada inicio de año se realiza una nueva publicación de las Nor-
mas de Información Financiera (NIF), y este 2020 no será la excep-
ción. El Consejo Mexicano de Normas de Información Financiera, 
A.C. (CINIF), para esta 15ª edición, ha emitido cuatro nuevas dispo-
siciones normativas:

>  Dos Normas de Información Financiera (NIF).

>  Una Interpretación a las Normas de Información 
Financiera (INIF).

>  Una Orientación a las Normas de Información Financiera 
(ONIF).

>  Reformas y correcciones anuales mediante las Mejoras a 
las NIF 2020.

Las dos nuevas NIF, corresponden a la Serie “C”, Normas aplica-
bles a conceptos específicos de los estados financieros. La NIF 
C-22, Criptomonedas, que tiene por objetivo establecer las normas 
de valuación, presentación y revelación de las inversiones en crip-
tomonedas (para la compraventa de bienes y/o servicios); así como 
de las cuentas por cobrar y cuentas por pagar denominadas en 
criptomonedas; los gastos de minería erogados para obtener es-
tas criptomonedas, y las que no son propiedad de la entidad, pero 
que se mantienen bajo su custodia. Es importante precisar que las 
Normas Internacionales de Información Financiera (IFRS, por sus 
siglas en inglés) que promulga el International Accounting Stan-
dards Board (IASB), no cuentan con disposiciones específicas al 
respecto, quedando un vacío normativo, por lo que, al emitir esta 
NIF, México es uno de los primeros países en contar con una nor-
ma contable especializada en este tipo de operaciones.

Se publica la NIF C-17, Propiedades de Inversión, cuyo objetivo es 
establecer las normas de valuación, presentación y revelación de 
las propiedades de inversión en los estados financieros de las enti-
dades. Es importante precisar que las propiedades de inversión no 
deben confundirse con el rubro de “Propiedades, Planta y Equipo” 
(Activo Fijo). Este tipo de propiedades, pueden ser un terreno o un 
edificio (o parte de ellos), que mantiene la entidad para obtener 
rentas o apreciación del capital a manera de inversión, y no para 
su uso en la producción o suministro de bienes o servicios, o bien, 
para fines administrativos; o, en su caso, para la venta en el curso 
ordinario del negocio. Al emitir el CINIF esta nueva norma, se eli-
mina la supletoriedad de la Norma Internacional de Contabilidad 
(NIC) 40 del IASB, establecida en la Circular 55, Aplicación supleto-
ria de la NIC 40, emitida por la Comisión de Principios de Contabi-
lidad del Instituto Mexicano de Contadores Públicos.

La nueva INIF 22, Reconocimiento del efecto esperado en las relacio-
nes de cobertura por los cambios previstos en las tasas de interés de 
referencia, trata el tema de los efectos contables en las relaciones 

de cobertura en un periodo anterior a aquel en que las tasas IBOR 
(Interbank Offered Rate) sean reemplazadas por otra tasa de interés 
de referencia. Esta interpretación no presenta otros temas que pue-
den surgir al eliminarse las tasas de referencia actuales y surgir unas 
nuevas, afectando a diversos contratos e instrumentos financieros.

Se emite la ONIF 4, Asuntos a considerar para la aplicación de la 
NIF D-5, Arrendamientos, que proporciona una guía sobre la deter-
minación de los impuestos diferidos resultantes de la implementa-
ción de la NIF D-5, además de la determinación de la tasa de des-
cuento para reconocer los pasivos por arrendamiento, así como la 
revelación en los estados financieros de 2018 en la aplicación de la 
NIF D-5 a partir del 1 de enero de 2019.

Por último, las NIF que tuvieron modificaciones, vía las Mejoras a 
las NIF 2020. La NIF D-5, se modifica respecto a la tasa libre de 
riesgos en pasivos por arrendamientos, el reconocimiento del inte-
rés devengado sobre el pasivo por arrendamiento y la separación 
de los componentes de un contrato de arrendamiento. La NIF D-3, 
Beneficios a los empleados y la NIF D-4, Impuestos a la utilidad, 
cambian en relación con los tratamientos fiscales inciertos en el 
impuesto sobre la renta y la participación de los trabajadores en 
las utilidades de las empresas. También se ajustaron las NIF: C-19, 
Instrumentos Financieros por pagar y la C-20, Instrumentos finan-
cieros para cobrar principal e interés, al explicar la tasa de interés 
variable en el costo amortizado de instrumentos financieros. 

Otras NIF que tuvieron modificaciones de orden menor para este 
año fueron: 

NIF B-1, Cambios contables y correcciones de errores

NIF B-8, Estados financieros consolidados o combinados

NIF B-11, Disposición de activos de larga duración y operaciones 
discontinuadas

NIF C-2, Inversión en instrumentos financieros

NIF C-3, Cuentas por cobrar

NIF C-16, Deterioro de instrumentos financieros por cobrar

NIF D-2. Costos por contratos con clientes. 

Se recomienda la revisión de las normas citadas para conocer el 
detalle de cada mejora. 
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Índice de diciembre
liC. erNestO O´farrill saNtOsCOy 

Presidente de Bursamétrica 
Colaboración especial de la Lic. Sofía Santoscoy Pineda

El IMCE de diciembre de 2019 mejoró a una tasa mensual de +3.73% para alejarse de la 
caída de –2.67% del mes precedente, agregando +2.42 puntos a sus niveles para ubicar-
se en 67.31 puntos desde los 64.89 puntos de noviembre. Al interior, la situación actual 
arrojó un incremento por +1.03% (+0.65 pts.) para quedar en 64.36 puntos, mientras que 
la situación futura que corresponde a los próximos seis meses, avanzó de manera impor-
tante por +6.97% para colocarse en 71.01 unidades con +4.63 unidades más que el mes 
precedente.

En contraste, el IMCE de diciembre se hundió por –9.38% (-6.97 pts.) respecto al mismo 
mes de 2018, acumulando nueve meses consecutivos con declives, como consecuencia 
de una reducción por –9.82% (-7.01 pts.) en la situación actual y de -8.88% (-6.92 pts.) en 
la situación futura.

En diciembre de 2019, las condiciones de inseguridad fueron elegidas con 73% de las res-
puestas, como el principal obstáculo que limita el crecimiento de las empresas, seguido 
por la falta de capital con 52% de la elección y la competencia desleal con 50% en tanto 
que la corrupción descendió al cuarto lugar. 

Fuente: Bursamétrica con datos del Instituto Mexicano de Contadores Públicos, IMEF, NASM, INEGI, Walmex, AMIA, BMV, IMSS.
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Nuevas SIEFORES generacionales
COMisióN NaCiONal Del sisteMa De ahOrrO Para el retirO

Antecedentes
>  Se modificó el régimen de inversión para transitar de 

un esquema de multifondos a un esquema de fondos 
generacionales.

>  Con el nuevo esquema se podrá aspirar a una mejor inver-
sión de los ahorros con un enfoque de largo plazo orienta-
do a maximizar el monto de la pensión. 

¿Cómo invierten las AFORE?
Las Administradoras de Fondos para el Retiro (AFORE) invierten 
el ahorro para el retiro de los trabajadores con el objetivo de ge-
nerar rendimientos que hagan crecer ese patrimonio. En la medi-
da en que las AFORE obtengan mayores rendimientos, los traba-
jadores tendrán más recursos para su retiro y, en consecuencia, 
una mejor pensión. 

Las Sociedades de Inversión Especializadas en Fondos para el 
Retiro (SIEFORES) son el medio por el cual las AFORE invierten 
ese ahorro, guardando una relación apropiada entre edad, seguri-
dad y rendimiento, de acuerdo con la edad del trabajador.

Las reglas con las cuales las AFORE operan sus SIEFORES son 
conocidas como Régimen de Inversión, el cual es establecido 
por la CONSAR mediante disposiciones de carácter general. El 
Régimen de Inversión es el pilar para el otorgamiento de rendi-
mientos competitivos. Por ello ha ido evolucionando de manera 
paulatina y sumamente cuidada al paso de los años, de acuerdo 
con la evolución del sistema financiero y de las propias caracte-
rísticas y la dimensión de los recursos pensionarios. Esa evolu-
ción ha implicado un cambio importante en 2019.

Nuevas SIEFORES generacionales
Hasta noviembre de 2018, los recursos de la cuenta AFORE se 
invertían en cinco SIEFORES segmentadas, de acuerdo con la 
edad del trabajador. En ese modelo conocido como multifondos, 
al cumplir la edad del siguiente grupo, nuestro ahorro cambiaba 
de sociedad de inversión interrumpiendo las inversiones a largo 
plazo, las cuales suelen ofrecer rendimientos atractivos.

A partir de diciembre de 2019, las SIEFORES (multifondos) se 
transformaron en SIEFORES Generacionales, conocidos interna-
cionalmente como Target Date Funds (TDF). Este esquema tiene 
dos características relevantes:

> Se pasó de 5 a 10 sociedades de inversión. Los recur-
sos de cada trabajador son asignados a la SIEFORE 
que corresponde a su año de nacimiento. El objetivo 
es contar con estrategias de inversión más adecua-
das a la edad de cada ahorrador.

>  El ahorro ya no se transfiere de una SIEFORE a otra cuan-
do el trabajador cumple cierta edad. Sus recursos se man-
tienen en la misma SIEFORE durante toda su vida laboral 
y es el régimen de inversión del fondo el que cambia en 
el tiempo, lo cual significa que cada una de las SIEFORE 
va adaptando su estrategia de inversión, volviéndose cada 
vez más conservadora conforme sus afiliados se acercan 
a la edad de retiro. 

México es el primer país latinoamericano en adoptar este mode-
lo para la gestión de ahorro pensionario, mismo que ya ha dado 
resultados en países como Estados Unidos, Reino Unido, Hong 
Kong, Australia y Nueva Zelanda. 

Estos cambios impulsados por la CONSAR representarán be-
neficios para los trabajadores, ya que focalizan las estrategias 
de inversión de acuerdo con las características de cada genera-
ción y se incentivan las inversiones de largo plazo a fin de maxi-
mizar los rendimientos, en busca de mejorar las pensiones.

Los trabajadores que antes de la entrada en vigor de este nuevo 
esquema hayan cambiado de SIEFORE a una de menor edad, per-
manecerán en la SIEFORE Generacional equivalente al grupo de 
edad que eligieron, primeramente. Lo anterior, sin perjuicio de la 
libertad del trabajador de que pueda solicitar que se le ubique en 
una SIEFORE distinta a la que corresponda a su generación. Es de-
cir, el trabajador tiene la flexibilidad de escoger las condiciones de 
riesgo y rendimiento que a su juicio le parezcan más convenientes.

Para más información: www.gob.mx/consar SARTEL: 
55-13-28-5000. 

Nuevas obligaciones fiscales 
en materia de outsourcing

La subcontratación (outsourcing) consiste en la contratación 
externa de recursos humanos especializados, que realiza una 
empresa a la que se le denomina “subcontratante”, a otra llama-
da “subcontratista”, con el fin de que esta última le proporcione 
el personal especializado para que apoye al subcontratista en el 
desarrollo de su actividad.

El pasado 30 de octubre de 2019, el Congreso aprobó diversas re-
formas en materia fiscal y, particularmente, a la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado (LIVA), que entrarán en vigor el 1 de enero de 
2020, conforme a las cuales, las personas físicas y morales con 
actividades empresariales, que reciban servicios de outsourcing, 
deberán retener 6% de la contraprestación efectivamente paga-
da al prestador del servicio.

Al respecto, se destaca que, en el decreto de reforma original-
mente propuesto por el Ejecutivo Federal, se preveía la retención 
de 16% de la contraprestación efectivamente pagada, sin embar-
go, parte del sector privado solicitó que la retención fuera menor, 
argumentando los largos procedimientos de devolución de los 
saldos a favor a los que se enfrentan los contribuyentes, con mo-
tivo de la eliminación de la compensación universal. 

Ahora bien, con motivo de esta reforma, también se elimi-
naron las obligaciones que existían en la LIVA para los pres-
tatarios de los servicios de outsourcing, consistentes en 
recabar del prestador de los servicios, diversa información, 
como la declaración de impuesto y el acuse de recibo de 
pago de este, para que fuera procedente el acreditamiento 
del impuesto al valor agregado trasladado.

Lo anterior pone de manifiesto, que estas obligaciones fueron 
poco efectivas en el combate, por parte de las autoridades fisca-
les, de los outsourcing que no cumplen con sus obligaciones en 
materia laboral y fiscal.

En relación con lo anterior, estimamos que si bien la retención 
del impuesto al valor agregado, puede ser una medida más efec-
tiva para combatir este tipo de esquemas de evasión fiscal, la 
realidad es que el texto de la norma aprobada va a generar confu-
siones en cuanto a su aplicación por parte de los contribuyentes.

En efecto, el artículo 1-A, fracción IV, de la LIVA, señala que las 
personas físicas o morales con actividades empresariales esta-
rán obligadas a efectuar la retención de 6% de la contrapresta-
ción efectivamente pagada al prestador del servicio, cuando:

[…] reciban servicios a través de los cuales se pongan a dispo-
sición del contratante o de una parte relacionada de este, per-
sonal que desempeñe funciones en las instalaciones del con-
tratante o de una parte relacionada de este, o incluso fuera de 
estas, estén o no bajo la dirección, supervisión, coordinación o 
dependencia del contratante, independientemente de la deno-
minación que se le dé a la obligación contractual. […]

Conforme a la citada disposición para que se surta la obligación de 
retener el impuesto, se deben actualizar los siguientes supuestos: 

> Que se reciban servicios.

> En los que se ponga personal a disposición del contratan-
te en sus instalaciones

> o fuera de estas.

> Estén o no bajo la dirección, supervisión o coordinación 
del contratante.

Estimamos que en la práctica existen múltiples servicios que 
contratan cotidianamente los contribuyentes, que actualizarían 
el supuesto de retención, pero que no necesariamente se trata 
de casos de subcontratación laboral, lo cual podría generar un 
problema en la aplicación de la esta disposición.

Por ejemplo, tratándose de servicios de limpieza o vigilancia, las 
autoridades fiscales podrían interpretar que se actualiza el su-
puesto de retención, ya que:

> Se reciben servicios.

> Se pone a disposición del contratante personal.

> No están bajo la dirección, supervisión o coordinación del 
contratante.

Sin embargo, es evidente que este tipo de servicios no deberían 
ser considerados como outsourcing.

Ahora bien, actualmente se está discutiendo en el Congreso de 
la Unión, un Decreto por medio del cual se propone reformar di-
versas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, en materia de 
subcontratación laboral.

Concretamente, se propone modificar la definición de “subcontrata-
ción laboral” y establecer supuestos de excepción, como el siguiente: 

No se considera subcontratación el abastecimiento de bienes 
o servicios por una persona, física o moral a otra, cuando la 
primera lleva a cabo el trabajo por su cuenta y riesgo, dispone 
de sus propios recursos financieros, materiales y humanos para 
prestar el servicio o proporcionar el bien contratado, sujeto a la 
aceptación de estos el contratante.

De aprobarse en sus términos esta norma, consideramos que 
podría aclarar los supuestos de aplicación de la retención de 6% 
de la contraprestación efectivamente pagada, establecida en el 
artículo 1-A, fracción IV, de la LIVA.

En caso de que no se apruebe la reforma laboral referida, estima-
mos que para que los gobernados cuenten con seguridad jurídi-
ca, será importante que las autoridades fiscales emitan reglas de 
carácter general, en donde se aclare en qué casos los contribu-
yentes estarán obligados a efectuar la retención de 6%. 
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